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AMPARO EN REVISIÓN:
R.A. 288/2022

QUEJOSO Y RECURRENTE 
PRINCIPAL: 
****** ****** ****.

RECURRENTES ADHESIVOS:
TITULAR, DIRECCIONES DE 
PROCESOS LEGALES “A” Y “B”, 
ADSCRITAS A LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE PROCESOS LEGALES Y 
DIRECCIÓN GENERAL, TODOS 
ADSCRITOS A LA UNIDAD DE 
INTELIGENCIA FINANCIERA; 
SECRETARIO DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO; PRESIDENTE DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; 
Y, PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES.

MAGISTRADA PONENTE:
ANA MARÍA IBARRA OLGUÍN.

SECRETARIO:
MOISÉS CHILCHOA VÁZQUEZ.

Ciudad de México. Acuerdo del Décimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

correspondiente a la sesión celebrada vía remota por medios 

electrónicos el día once de mayo de dos mil veintitrés.

V I S T O S 
Y

R E S U L T A N D O:

Primero. Presentación de la Demanda. Mediante 

escrito presentado el cuatro de febrero de dos mil veinte, en 

la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, 
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R.A. 288/2022

******  ******  **** promovió juicio de amparo 

indirecto. En la cual señaló como autoridades responsables y 

actos reclamados los que a continuación se indican: 

“III. Autoridades responsables con el carácter 
de ordenadoras y ejecutoras de los actos y 
normas reclamadas.

1. Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos.

2. La Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión de los Estados Unidos Mexicanos y; 

3. La Cámara de Senadores del Congreso de 
la Unión de los Estados Unidos Mexicanos.

4. Secretario de Hacienda y Crédito Público.
5. Titular de la Unidad de Inteligencia 

Financiera de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público.

6. Director de Procesos Legales “A”, de la 
Unidad de Inteligencia Financiera de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

7. Director de Procesos Legales “B”, de la 
Unidad de Inteligencia Financiera de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

8. Presidente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. 

En relación a la denominación de las autoridades 
señaladas como Responsables, la fracción III, del 
artículo 108 de la Ley de Amparo, no establece la 
obligación de señalar la denominación correcta o 
precisa de las autoridades a quienes se les 
reclama el acto cuya emisión o ejecución se les 
atribuye, y en caso de que no sea correcta su 
denominación, no se podrán tener por 
inexistentes, por lo que, en caso de existir alguna 
imprecisión, de forma respetuosa solicito que de 
oficio se corrija.
Al respecto, se cita el siguiente criterio:
[…]
“AUTORIDADES RESPONSABLES. SU 
SEÑALAMIENTO NO LLEGA AL EXTREMO DE 
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R.A. 288/2022

EXIGIR AL QUEJOSO QUE PROPORCIONE SU 
DENOMINACIÓN CORRECTA.”
(Se transcribe)

IV.- Actos y normas generales reclamadas a 
las Responsables:

1. A las Responsables señaladas con los 
números 1, 2, y 3 del capítulo III de esta 
demanda, se les reclama la iniciativa, 
discusión, aprobación, firma expedición y 
promulgación del artículo 115 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, en específico el 
párrafo noveno de dicha disposición.
Esta norma se reclama en su carácter 
heteroaplicativo por afectar directamente 
mi esfera jurídica con motivo de su primer 
acto de aplicación.

2. A las Responsables señaladas con los números 
1, y 4 del capítulo III de esta demanda, se les 
reclama la emisión, firma y promulgación del 
artículo 15, fracción XXXII, del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público.
Esta norma se reclama en su carácter 
heteroaplicativo por afectar directamente mi 
esfera jurídica con motivo de su primer acto de 
aplicación.

3. A la Responsable identificada con el número 4 
del capítulo III de esta demanda, se le reclama la 
emisión y publicación de las Disposiciones de 
Carácter General, en específico, las señaladas 
con los números 71ª, 72ª, y 73ª, disposiciones a 
las que hace referencia el artículo 115 de la Ley 
de Instituciones de Crédito.
Estas normas se reclaman en su carácter 
heteroaplicativo por afectar directamente mi 
esfera jurídica con motivo de su primer acto de 
aplicación.

4. A las Responsables señaladas con los números 
5, 6, y 7 del capítulo III de esta demanda, se les 
reclama la inclusión del suscrito en la lista de 
personas bloqueadas a la que hace referencia el 
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R.A. 288/2022

artículo 115 de la Ley de Instituciones de crédito, 
aplicando por primera vez en mi perjuicio las 
normas reclamadas en los numerales 1 a 3 del 
presente capítulo IV.

5. A las Responsables señaladas con los números 
5, 6, y 7 del capítulo III de esta demanda, se les 
reclama la emisión de los oficios, mediante los 
cuales se notificó a la Responsable identificada 
con el número 8 de dicho apartado, que he sido 
introducido en el listado de personas 
bloqueadas.

6. A la Responsable señalada con el número 8 del 
capítulo III de esta demanda, se le reclama la 
emisión de los oficios, mediante los cuales se 
hizo del conocimiento de las instituciones 
financieras en las que abrí mis cuentas 
bancarias, que fui incluido en el listado de 
personas bloqueadas.

7. A las Responsable señaladas con los números 5, 
6, 7, y 8 del capítulo III de esta demanda, se les 
reclama la resolución y/o acuerdo u oficio 
mediante el cual ordenaron el aseguramiento, y/o, 
congelamiento, y/o bloqueo, y/o inmovilización, 
así como cualquier suspensión realizada sobre 
todas y cada una de las cuentas bancarias cuya 
titularidad me corresponden, así como de los 
servicios que utilizo y que tengo con las 
instituciones financieras que operan en la 
República Mexicana, mismas que identifico en el 
hecho 3 del apartado V de la presente demanda.
Sin perjuicio de lo anterior, hasta la fecha no he 
tenido conocimiento del contenido de los actos 
reclamados en los numerales 4 a 7 del presente 
capítulo IV, ni de los expedientes de los que 
emanan, por lo que me reservo el derecho a 
ampliar la presente demanda una vez que tenga 
conocimiento cabal de dichos actos de autoridad y 
sus expedientes.”

En la demanda respectiva, el promovente señaló como 

artículos violados en su perjuicio el 1°, 14, 16, 20, apartado B, 
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fracción I y 21, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.

Segundo. Admisión de la demanda de amparo. Por 

cuestión de turno, correspondió conocer de la demanda de 

amparo al Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa 

en la Ciudad de México. Mediante proveído de seis de 

febrero de dos mil veinte ordenó el registro del asunto con el 

número 106/2020 y lo admitió a trámite. Asimismo, requirió a 

las autoridades responsables para que rindieran sus informes 

justificados, fijó fecha y hora para la celebración de la 

audiencia constitucional y, finalmente, dio vista al Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito para la 

intervención que legalmente le corresponde.

Tercero. Recurso de queja. El quejoso interpuso 

recurso de queja en contra del acuerdo de doce de marzo de 

dos mil veinte a través del cual el juzgador rehusó requerir a 

las responsables la documentación relacionada con “diversas 

alertas” de las que se dio noticia en el informe justificado. De 

dicho recurso le tocó conocer a este Décimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

lo registró con el número Q.A. 90/2022 y lo admitió a trámite. 

El recurso de queja se resolvió como procedente y fundado 

en sesión de siete de mayo de dos mil veintiuno.

Cuarto. Ampliación de la demanda de amparo. En 

auto de once de agosto de dos mil veinte, se admitió a 

trámite la ampliación de la demanda en contra del acuerdo 

número  ******** emitido por el Titular de la Unidad de 

Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, así como en contra del oficio 
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***************** atribuido a la Directora General de la 

citada unidad. En tal proveído, se dio vista al Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito y se requirió a las 

autoridades responsables su informe justificado. Asimismo, 

se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo la 

audiencia constitucional.

Quinto. Información confidencial. Por acuerdo de 

diecisiete de agosto de dos mil veinte, el juzgador tuvo por 

recibida copia certificada de la solicitud de cooperación 

internacional que dio origen al acto reclamado de la Unidad 

de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público. En lo que interesa, el juzgador ordenó el 

resguardo de dicho documento, por contener información 

reservada y confidencial. Ello, en términos de los artículos 

110, fracciones I, IV, VII y 113, fracciones I y II, de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

en relación con la Recomendación 37 del Grupo de Acción 

Financiera Internacional (GAFI). Por lo que únicamente podía 

ser consultada por el propio juzgador al momento de resolver.

Sexto. Requerimiento de información. Se advirtió 

que el Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público formuló una 

denuncia en contra de la parte quejosa ante la Unidad 

Especializada en Investigación de Operaciones con Recursos 

de Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 

Moneda de la Subprocuraduría Especializada en 

Investigación de Delincuencia Organizada de la Fiscalía 

General de la República. En dicha denuncia, se advierte que 

solicitó que se aseguraran las cuentas bancarias del quejoso. 

Por ello, mediante proveído de veintinueve de junio de dos 
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mil veintiuno el juzgador de amparo requirió al Titular de la 

Unidad Especializada citada para que informara el trámite 

que recayó a la denuncia aludida.

En acatamiento a lo anterior, el Director de Apoyo 

Jurídico y Control Ministerial en Delincuencia Organizada, en 

representación de la Fiscalía Especializada en Materia de 

Delincuencia Organizada, informó que la denuncia en 

cuestión fue remitida para su conocimiento a la Fiscalía 

Especializada de Control Competencial. Motivo por el cual, 

mediante acuerdo de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, el 

juzgador requirió a esta última autoridad para que informara 

sobre el trámite que recayó a la denuncia presentada el 

veinticuatro de diciembre de dos mil diecinueve por el Titular 

de la Unidad de Inteligencia Financiera y señalara la 

determinación que adoptó respecto del aseguramiento de 

cuentas bancarias solicitado.

Por auto de veinticinco de agosto de dos mil veintiuno, 

se agregó a los autos el oficio del Fiscal Especializado de 

Control Competencial de la Fiscalía General de la República, 

mediante el cual desahogó el requerimiento referido. Al 

respecto, el juzgador advirtió la existencia de una solicitud de 

técnica de investigación judicial relacionada con un embargo 

de cuentas, cuyo resultado no obraba en autos. En esa 

tesitura, requirió a la autoridad ministerial para que remitiera 

la información respectiva. Finamente, el siete de septiembre 

de dos mil veintiuno, el juzgador tuvo por recibida la 

información que remitió la autoridad ministerial y por 

desahogado el requerimiento de mérito.

Séptimo. Segunda ampliación de demanda. En auto 

de seis de octubre de dos mil veintiuno se agregó a los autos 
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el escrito de la parte quejosa, mediante el cual amplió su 

demanda de amparo. En esa virtud, el Juzgado de Distrito la 

admitió a trámite respecto de los conceptos de violación que 

el quejoso hizo valer en contra de los actos reclamados 

atribuidos al Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera de 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Octavo. Audiencia constitucional y sentencia. 
Seguidos los trámites de ley correspondientes, el juez celebró 

la audiencia constitucional el dieciséis de mayo de dos mil 
veintidós y, dictó la sentencia respectiva. Los puntos 

resolutivos son los que se reproducen a continuación:

“PRIMERO. Se sobresee en el juicio de amparo 
promovido por  ******  ******  ****, por propio 
derecho, respecto de los actos y autoridades 
precisados en el considerando tercero de esta 
sentencia, por los motivos y fundamentos ahí 
precisados.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara 
ni protege a  ******  ******  ****, por propio 
derecho, respecto de los actos y autoridades 
precisados en los considerandos sexto y séptimo 
de esta sentencia, por los razonamientos ahí 
expuestos.”

Noveno. Interposición y admisión del recurso de 
revisión principal. Inconforme con dicha determinación, 

*****  *********  *******  ********* , apoderado legal del 

quejoso, interpuso recurso de revisión. De dicho medio de 

impugnación, por razón de turno, le correspondió conocer a 

este Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito. Por auto de Presidencia de trece de junio de 

dos mil veintidós, se registró con el número R.A. 288/2022 y, 
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luego de desahogar diverso requerimiento, por auto de 

veinticuatro de junio siguiente, se admitió a trámite y se dio 

vista al Agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrito, quien no formuló pedimento. 

Décimo. Recursos de revisión adhesiva. Por 

acuerdo de presidencia de cinco de julio de dos mil veintidós 

se agregó a los autos el oficio signado por el Titular de la 

Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en representación de las 

Direcciones de Procesos Legales “A” y “B” de la Dirección 

General de Procesos Legales, así como de la Dirección 

General de la Unidad de Inteligencia Financiera, mediante el 

cual interpusieron recurso de revisión adhesiva. En ese 

proveído, se admitió a trámite y se dio vista al Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito.

De igual manera, por acuerdos de siete de julio y 

treinta de septiembre, ambos de dos mil veintidós, fueron 

admitidos a trámite los recursos de revisión adhesiva 

interpuestos por el Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Secretario de Hacienda y Crédito Público1 y 

el Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores2.

Undécimo. Turno. Encontrándose los autos en estado 

de resolución, mediante proveído de nueve de noviembre 

1 Estos recursos fueron signados por el Director General de Amparo 
contra Actos Administrativos, en ausencia de la Directora General de 
Amparo contra Leyes, en suplencia por ausencia del Subprocurador 
Fiscal Federal de Amparos, quien actúa en representación de ambas 
autoridades. 
2 Este recurso fue signado por por la Directora Contenciosa y Director 
Contencioso, ambos de la Coordinación Jurídica y Procedimientos “C”, 
en representación de tal autoridad.
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de dos mil veintidós, fueron turnados a la Secretaria en 

funciones de Magistrada de Circuito Sandra Paulina Delgado 

Robledo para la formulación del proyecto respectivo. Ello, de 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 183 de la Ley de 

Amparo y 41, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación.

Duodécimo. Nueva Integración. En proveído de 

cuatro de mayo de dos mil veintitrés, se hizo del conocimiento 

de las partes el contenido de los oficios SEADS/496/2022 y 

CCJ/ST/118/2023, firmados por el Secretario Ejecutivo de 

Adscripción y la Secretaria Técnica de Comisión Permanente, 

ambos, del Consejo de la Judicatura Federal. Dichas 

autoridades informaron, respectivamente, sobre el cambio de 

adscripción del Magistrado Óscar Germán Cendejas Gleason, 

a este Tribunal, y sobre la conclusión de la comisión en la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, e incorporación a 

este órgano de la Magistrada Ana María Ibarra Olguín, a 

partir de uno de enero de dos mil veintitrés. Por ello, se 

ordenó el returno del asunto a la referida Magistrada.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Décimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito es 

competente para conocer y resolver el presente asunto. Ello, 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103 y 107, 

fracción VIII, último párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, fracción I, inciso e), de la 

Ley de Amparo; y 38, fracción II, 39 y 124 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación; en relación con los 

puntos Primero, fracción I, Segundo, fracción I, numeral 1, y 
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Tercero, fracción I, del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación 

del número y límites territoriales de los circuitos en que se 

divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 

territorial y especialización por materia de los Tribunales 

Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de 

Distrito, y publicado el quince de febrero de dos mil trece en 

el Diario Oficial de la Federación, así como los acuerdos 

generales 22/2013 y 53/2014, también del Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal, publicados en el Diario Oficial de la 

Federación el nueve de agosto de dos mil trece y el veintiuno 

de noviembre de dos mil catorce, respectivamente. 

Lo anterior, por tratarse de un recurso de revisión 

interpuesto en contra de una sentencia dictada en audiencia 

constitucional por un Juez de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México que reside dentro de 

la circunscripción territorial en que este Tribunal Colegiado 

ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Oportunidad del recurso de revisión 
principal. El recurso de revisión principal se interpuso dentro 

del término de diez días que para tal efecto establece el 

artículo 86 de la Ley de Amparo. La resolución recurrida fue 

notificada por lista al quejoso, ahora recurrente, el martes 
diecisiete de mayo de dos mil veintidós. Esa notificación 

surtió efectos el miércoles dieciocho de mayo siguiente. El 

plazo referido transcurrió del jueves diecinueve de mayo al 

miércoles uno de junio de la citada anualidad. No se toman 

en cuenta para el cómputo los días veintiuno, veintidós, 

veintiocho y veintinueve de mayo de dos mil veintidós, por 

corresponder a sábados y domingos, de conformidad con el 
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artículo 19 de la Ley de Amparo. En tanto, el recurso de 

revisión principal se presentó electrónicamente el martes 

treinta y uno de mayo de dos mil veintidós, en el Portal de 

Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, se 

considera que fue oportuno.

TERCERO. Oportunidad de los recursos de 
revisión adhesivos. Como se mencionó con anterioridad, el 

recurso de revisión principal fue admitido por auto de 

veinticuatro de junio de dos mil veintidós. Dicho acuerdo 

fue notificado por oficio a las autoridades recurrentes 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Secretario de 

Hacienda y Crédito Público y las Direcciones de Procesos 

Legales “A” y “B”, adscritas a la Dirección General de 

Procesos Legales, así como a la Dirección General adscrita a 

la Unidad de Inteligencia Financiera, el martes veintiocho de 

junio de dos mil veintidós. El plazo legal a que hace 

referencia el artículo 82 de la Ley de Amparo, transcurrió del 

miércoles veintinueve de junio al cinco de julio, ambos de dos 

mil veintidós. Se excluyen del cómputo los días dos y tres de 

julio del mismo año, por haber sido sábado y domingo. Por 

tanto, si los oficios de expresión de agravios de cada una de 

las autoridades referidas con antelación, fueron presentados 

de manera electrónica en el Portal de Servicios en Línea del 

Poder Judicial de la Federación, el cuatro de julio de dos mil 

veintidós, se estima que su interposición es oportuna.

Asimismo, fue oportuna la presentación del recurso 

adhesivo por parte del Presidente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. El acuerdo de admisión le fue 

notificado el martes veinte de septiembre de dos mil 
veintidós. El plazo para la interposición del recurso adhesivo 
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transcurrió del miércoles veintiuno al martes veintisiete de 

septiembre del citado año. No se incluyen los días 

veinticuatro y veinticinco del citado mes y año, por haber sido 

sábado y domingo. Mientras que el oficio de expresión de 

agravios fue presentado en la Oficina de Correspondencia 

Común de los Tribunales Colegiados en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, el martes veintisiete de 

septiembre de dos mil veintidós, esto es, el último día del 

plazo aludido.

CUARTO. Legitimación del recurso principal. El 

recurso de revisión principal fue interpuesto por parte 

legítima, pues lo signó  *****  *********  *******  *********, 

apoderado legal del quejoso.3 

QUINTO. Legitimación de los recursos adhesivos. 

A) Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

El recurso signado de manera electrónica por el Titular 

de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público fue interpuesto por parte legítima. 

Ello, toda vez que dicha unidad tiene el carácter de autoridad 

responsable en el presente juicio de amparo.

B) Direcciones de Procesos Legales “A” y “B”, 
adscritas a la Dirección General de Procesos 
Legales y la Dirección General, adscritas a la 

3 Personería que le fue reconocida por el juzgado de distrito en acuerdo 
de once de agosto de dos mil veinte, visible a foja cuatrocientos 
veintiocho del expediente de amparo.
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Unidad de Inteligencia Financiera, de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Del análisis efectuado al oficio de agravios de dichas 

autoridades, se desprende que el Titular de la Unidad de 

Inteligencia Financiera también signó dicho recurso en 

representación de las Direcciones de Procesos Legales “A” y 

“B”, adscritas a la Dirección General de Procesos Legales y 

de la Dirección General adscritas a la Unidad de Inteligencia 

Financiera. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 15, fracción XVI del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público4. 

Sin embargo, de dicho precepto ni de ningún otro de 

tal ordenamiento reglamento, se advierte que el citado titular 

de la Unidad de Inteligencia Financiera cuente con facultades 

de representación de las aludidas Direcciones de Procesos 

Legales “A” y “B”. Por tal razón procede desechar el recurso 
de revisión, respecto de éstas últimas autoridades citadas.

C) Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y 
Secretario de Hacienda y Crédito Público.

El Director General de Amparos contra Actos 

Administrativos, por ausencia de la Directora General de 

Amparos contra Leyes y, a su vez, en suplencia por ausencia 

del Subprocurador Fiscal Federal de Amparos, quien actúa 

4 “Artículo 15. Compete a la Unidad de Inteligencia Financiera:
[…]
XVI. Resolver, en relación con las materias a que se refiere este 
artículo, los requerimientos y resoluciones de autoridades 
jurisdiccionales o administrativas, incluyendo al Ministerio Público de la 
Federación;
[…].”
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en representación del Secretario de Hacienda y Crédito 

Público y del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 

cuenta con las facultades suficientes para interponer los 

recursos de revisión. Lo anterior, de conformidad con el 

artículo 9, segundo párrafo de la Ley de Amparo y el Artículo 

Tercero, fracción VI, numeral 125 del acuerdo general por el 

que se establecen las reglas a que se sujetará la 

representación del Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de 

Amparo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 

25 de marzo de 2019. Y, en relación con los artículos 2, 

primer párrafo, Apartado B, fracción XXVIII, inciso b)6, 72, 

fracciones I, II Bis y VI7, 105, párrafo octavo8, del Reglamento 

5 “ARTÍCULO TERCERO. Se otorga la representación del Presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites establecidos en 
la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a los Secretarios 
de Estado, cuando en el juicio de amparo se reclame alguna de las 
leyes, reglamentos, normas generales o actos siguientes: … VI. Al 
Secretario de Hacienda y Crédito Público: … 12. Ley de Instituciones de 
Crédito;…”
6 “Artículo 2o. Al frente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
estará el Secretario del Despacho, quien para el desahogo de los 
asuntos de su competencia se auxiliará de: … B. Unidades 
Administrativas Centrales.: … XXVIII. Subprocuraduría Fiscal Federal 
de Amparos: … b) Dirección General de Amparos contra Actos 
Administrativos: …”
7 “Artículo 72. Compete a la Subprocuraduría Fiscal Federal de 
Amparos: … I. Representar a la Secretaría ante los Tribunales de la 
República y ante las demás autoridades en las que dicha 
representación no corresponda a la Subprocuraduría Fiscal Federal de 
Investigaciones o a otra unidad administrativa de la Secretaría, así 
como en los casos a que se refiere el tercer párrafo del artículo 10 de 
este reglamento; … II Bis. Representar al Presidente de la República en 
los juicios de amparo respecto de aquellos asuntos que correspondan a 
la Secretaría, en términos de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; …”
8 “Artículo 105. El Secretario de Hacienda y Crédito Público será 
suplido en sus ausencias por los Subsecretarios de Hacienda y Crédito 
Público, de Ingresos, de Egresos; por el Oficial Mayor; por el 
Procurador Fiscal de la Federación; por el Subprocurador Fiscal Federal 
de Amparos; por el Subprocurador Fiscal Federal de Legislación y 
Consulta; por el Subprocurador Fiscal Federal de Asuntos Financieros; 
por el Subprocurador Fiscal Federal de Investigaciones o por el Jefe de 
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Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

vigente.

D) Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores.

Por su parte, la Directora y Director Contencioso, 

ambos de la Coordinación Jurídica de Procedimientos “C”, de 

la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público, quienes actúan en 

representación del Presidente de la citada Comisión, tienen 

legitimación para interponer el recurso. Esto, con fundamento 

en los artículos 59, cuarto párrafo9 y 64, segundo párrafo10, 

del Reglamento Interior de la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores vigente y al artículo 9 de la Ley de Amparo.

la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas, en el orden 
indicado. … Los Subprocuradores Fiscal Federal de Amparos y Fiscal 
Federal de Investigaciones serán suplidos en sus ausencias por los 
Directores Generales que de ellos dependan, en el orden que aparecen 
citados en el artículo 2o. de este Reglamento.”
9 “Artículo 59.- … El Presidente será representado indistintamente en 
los juicios de amparo por la persona titular de la Vicepresidencia 
Jurídica, por la persona titular de la Dirección General Contenciosa, por 
la persona titular de la Dirección General de Delitos y Sanciones o por 
las personas titulares de las coordinaciones Jurídicas de 
Procedimientos A, B o C. Dichos servidores públicos podrán designar 
delegados en los juicios de amparo de conformidad con la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. …”
10 “Artículo 64.- Las atribuciones otorgadas por este Reglamento a las 
personas titulares de las vicepresidencias y direcciones generales serán 
ejercidas por estas en forma individual o por dos servidores públicos 
que de ellas dependan, en el ámbito de su competencia, siempre que 
estas actúen mancomunadamente y cuenten con nombramientos de 
personas titulares de una coordinación o dirección de área. … Las 
coordinaciones, que conforme a este Reglamento cuenten con 
atribuciones expresamente otorgadas, las podrán ejercer en forma 
individual a través de su titular, o mancomunadamente por dos 
servidores públicos que de ellos dependan, con nivel jerárquico de 
persona titular de una dirección de área o subdirección, en los asuntos 
de su respectiva competencia.”

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



17

R.A. 288/2022

SEXTO. Precisión de la litis del recurso. No es 

materia de análisis en el presente recurso de revisión, el 

sobreseimiento decretado en el primer punto resolutivo, 

derivado de la inexistencia de los actos atribuidos a los 

Directores de Procesos Legales “A” y “B” de la Unidad de 

Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, así como por el Presidente de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores. Tampoco será materia de 

estudio en este recurso, la negativa del amparo que se reflejó 

en el segundo punto resolutivo, respecto de las normas 

generales reclamadas11. Esto, en virtud de que no fueron 

controvertidas por la quejosa, que es la parte a quien podrían 

generar perjuicio. Apoya lo anterior, la tesis de la Sala 

Auxiliar de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima 

Época, volumen 193-198, séptima parte, página 542, registro 

digital 245343, que dice:

“REVISION EN AMPARO. MATERIA DEL 
RECURSO. El fallo del recurso de revisión en amparo 
debe comprender sólo los puntos de la sentencia que 
han sido recurridos, quedando la resolución del Juez 
de Distrito firme en la parte que no fue impugnada.”

SÉPTIMO. Análisis de los argumentos de agravio 
principales. 

En el primer agravio la parte quejosa –ahora 

recurrente– argumenta que en el caso aconteció una 

transgresión a las normas que rigen el procedimiento de 

11 Consistentes en los artículos 115, párrafo noveno, de la Ley de 
Instituciones de Crédito, 15, fracción XXXII, del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y, 71ª, 72ª, y 73ª de las 
Disposiciones de Carácter General a las que hace referencia el artículo 
115 de la Ley de Institucionales de Crédito.

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



18

R.A. 288/2022

amparo al no dar vista a las partes con la copia certificada de 

la versión pública de la solicitud de cooperación internacional 

que ofreció el Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera. 

Conforme a lo anterior, indica que tal circunstancia le impidió 

ampliar sus conceptos de violación a fin de controvertir lo 

alegado por dicha autoridad. 

En ese sentido, señala que esa determinación es ilegal, 

pues no debe permitirse que en un procedimiento de amparo 

el juzgador se reserve documentación o información para sí, 

pues ello limita el derecho de defensa a través de la acción 

constitucional de amparo. Argumenta que el juzgador debía 

dar vista a las partes con dicha documental y, en todo caso, 

tomar las medidas pertinentes para garantizar tanto la 

secrecía y reserva de la información, como para garantizar 

que la parte quejosa conozca con oportunidad y de manera 

plena, los motivos por los cuales fue incluido en la lista de 

personas bloqueadas por parte de la Unidad de Inteligencia 

Financiera.

Los argumentos anteriores son infundados.

A manera de antecedentes, conviene señalar que en el 

presente juicio de amparo indirecto, la parte quejosa reclamó 

–en lo que es materia del recurso– su inclusión en la lista de 

personas bloqueadas a que hace referencia el artículo 11512 

12 En lo conducente, el referido precepto vigente a la fecha en que se 
emitió el acuerdo reclamado, establecía: “Artículo 115. … Las 
instituciones de crédito deberán suspender de forma inmediata la 
realización de actos, operaciones o servicios con los clientes o usuarios 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público les informe mediante 
una lista de personas bloqueadas que tendrá el carácter de 
confidencial. La lista de personas bloqueadas tendrá la finalidad de 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran 
ubicarse en los supuestos previstos en los artículos referidos en la 
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de la Ley de Instituciones de Crédito. Ello aconteció a través 

de la emisión del acuerdo número  ******** de nueve de 

diciembre de dos mil diecinueve emitido por el Titular de la 

Unidad de Inteligencia Financiera.

Al rendir su informe justificado, la Directora General de 

la Unidad de Inteligencia Financiera esgrimió los argumentos 

que estimó conducentes para sostener la constitucionalidad 

del acto que se le reclamó. Entre otras cosas, solicitó se 

practicara una inspección judicial en los archivos que obran 

en las oficinas de la propia unidad. Ello con objeto de que se 

certificara la existencia de la solicitud de asistencia 

internacional que sirvió de sustento para la emisión del 

acuerdo ********, por el que se incluyó al quejoso en la lista 

de personas bloqueadas.

Por acuerdo de tres de marzo de dos mil veinte, el 

juzgador tuvo por rendido el informe justificado y, entre otras 

cosas, desechó la inspección judicial ofrecida por la autoridad 

por haberse ofrecido extemporáneamente. No obstante, 

requirió a la propia responsable para que remitiera copia 

certificada de la versión pública de la solicitud de asistencia 

internacional referida en el informe justificado, por tratarse de 

una documental necesaria para verificar la constitucionalidad 

del acto reclamado.

fracción I de este artículo. --- La obligación de suspensión a que se 
refiere el párrafo anterior dejará de surtir sus efectos cuando la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público elimine de la lista de personas 
bloqueadas al cliente o usuario en cuestión. --- La Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público establecerá, en las disposiciones de 
carácter general a que se refiere este artículo, los parámetros para la 
determinación de la introducción o eliminación de personas en la lista 
de personas bloqueadas. --- El cumplimiento de las obligaciones 
señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 142 de esta Ley. …”
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Por oficio recibido el doce de agosto de dos mil veinte, 

la Directora General de la Unidad de Inteligencia Financiera 

remitió copia certificada en versión pública de la solicitud de 

cooperación internacional relacionada con el acto reclamado. 

Documental que –dijo– contenía información reservada y 

confidencial, por lo que no debía darse a conocer su 

contenido a las partes o a terceros, por ser información de 

inteligencia que comparten agencias internacionales.

El diecisiete de agosto de dos mil veinte, el juzgador 

tuvo por ofrecida la documental que remitió la responsable y 

ordenó su resguardo en la caja de seguridad del propio 

órgano jurisdiccional por contener información reservada y 

confidencial. Ello, en términos de los artículos 110, fracciones 

I, IV, VII y 113, fracciones I y II, de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación 

con la Recomendación 37 del Grupo de Acción Financiera 

Internacional (GAFI). Razón por la cual estableció que dicho 

documento únicamente podía ser consultado por el propio 

juzgador de amparo al momento de resolver.

Dicha determinación fue reiterada en acuerdo de 

veintiuno de agosto de dos mil veinte, pues ante la solicitud 

de regularización de procedimiento que hizo la parte quejosa 

–en el sentido de que se le diera vista con el contenido de la 

solicitud de cooperación internacional– señaló que no había 

lugar a acceder a esa petición, pues el resguardo de la 

probanza remitida por la autoridad era congruente con las 

actuaciones del juicio y por ende, tal acto sólo podía ser 

consultado por el juzgador. En esa medida, señaló que 

quedaba expedito el derecho de la parte quejosa para 

interponer los medios de impugnación que estimara 
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pertinentes en contra de tal determinación adoptada 

previamente.

Visto lo anterior, este tribunal colegiado estima que 

resulta infundado el argumento de agravio en examen. Ello 

es así, toda vez que el resguardo de la probanza en los 

términos puntualizados por el juzgador se encuentra 

debidamente justificado. 

Para demostrar lo anterior, importa tener en 

consideración el criterio sostenido por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, contenido en la ejecutoria que 

resolvió la contradicción de tesis 121/2014. En la parte 

conducente, estableció lo siguiente:

“Con base en lo expuesto, este Tribunal 
Pleno considera que, por regla general, de 
conformidad con lo previsto en la Constitución 
Federal y en la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la facultad 
para revisar directamente la constitucionalidad y 
legalidad de la clasificación de información 
como reservada o confidencial, en principio, le 
corresponde a los organismos garantes 
dispuestos en esos ordenamientos.

No obstante, en atención a la obligación que 
tienen los órganos jurisdiccionales de dar vista 
a las partes con los informes justificados que 
rindan las autoridades, establecida en los 
artículos 117 de la Ley de Amparo en vigor y 
149 de la Ley de Amparo derogada, cuando se 
remita información clasificada -reservada o 
confidencial- en dichos informes y exista razón 
fundada para que alguna o todas las partes del 
juicio la conozcan, previo análisis que de ella se 
haga, los Jueces constitucionales podrán 
permitir el acceso total o parcial bajo su más 
estricta responsabilidad.

Lo anterior, a fin de que las partes puedan 
exponer sus pretensiones y hacer valer en juicio 
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lo que a su derecho e interés convenga, 
siempre y cuando el órgano jurisdiccional 
considere que para efectos del juicio de amparo 
dicha información clasificada puede darse a 
conocer en atención a la debida defensa de las 
partes.

Al respecto, este Pleno ha sostenido que el 
Constituyente estableció en el artículo 14 
constitucional la garantía de audiencia o el 
derecho del debido proceso, que debe 
entenderse como la oportunidad para el 
gobernado de defensa, previamente al acto 
privativo de la vida, libertad, propiedad, 
posesiones o derechos, aunado a que para su 
debido respeto -entre otras obligaciones- en 
juicio se tiene que cumplir con las formalidades 
esenciales del procedimiento.

Dichas formalidades del procedimiento son 1) 
la notificación del inicio del procedimiento y sus 
consecuencias, 2) la oportunidad de ofrecer y 
desahogar las pruebas en que se finque la 
defensa, 3) la oportunidad de alegar y 4) el 
dictado de una resolución que dirima las 
cuestiones debatidas.

Así, resulta que el derecho a la prueba es un 
presupuesto del debido proceso o garantía de 
audiencia, cuyo cumplimiento es una condición 
necesaria para el respeto de lo dispuesto por el 
Constituyente en el artículo 14 constitucional y 
el derecho a una tutela judicial efectiva.

En consecuencia, conforme al marco 
constitucional y legal referido, para que se 
revise la clasificación de la información 
realizada por un sujeto obligado y, en su caso, 
acceder a ella, es necesario seguir el 
procedimiento correspondiente ante los 
organismos garantes establecidos con ese 
propósito; sin embargo, con el objeto de no 
dejar en estado de indefensión a las partes en 
un juicio de amparo, el Juez constitucional, 
previo análisis de la información considerada 
reservada o confidencial en el informe 
justificado rendido por la autoridad responsable, 
puede permitir el acceso a aquella que 
considere esencial para la defensa de las 
partes, bajo su más estricta responsabilidad.

Es decir, cuando a juicio de un órgano 
jurisdiccional sea objetivamente notorio y 
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evidente que toda o parte de la información 
remitida por la autoridad, con el carácter de 
reservada o confidencial, es indispensable para 
la adecuada defensa de las partes del juicio de 
amparo, bajo su más estricta responsabilidad 
puede, de manera debidamente fundada y 
motivada, permitir el acceso únicamente a 
aquella información que haga viable la defensa 
efectiva de las partes, a fin de que tengan 
conocimiento y expongan lo que a su derecho e 
interés convenga; información que, una vez 
conocida en el juicio, se considerará, para todos 
los efectos, como información reservada en 
posesión de un particular, por lo que sólo podrá 
ser usada en su defensa y deberá mantenerse 
bajo estricta confidencialidad.

Para ello, el Juez constitucional deberá 
adoptar todas las medidas de seguridad con el 
objeto de evitar que la información reservada o 
confidencial sea conocida previamente por las 
partes o se use de manera incorrecta, como 
puede ser, por ejemplo, resguardar dicha 
información en el seguro del órgano 
jurisdiccional, en tanto se realiza el análisis para 
determinar si se da a conocer o no; asimismo, 
deberá ponderar los derechos implicados en el 
asunto, valorar las características del acto 
reclamado y las especificidades del caso en 
concreto para decidir si es indispensable o 
relevante el acceso de una o todas las partes a 
esa información con miras a resolver el 
problema de constitucionalidad planteado.

En el acceso que, en su caso, se conceda a 
la información clasificada como reservada o 
confidencial, el Juez constitucional, además de 
decidir qué parte o partes tendrán acceso a ella, 
podrá imponer las modalidades que considere 
necesarias, a efecto de determinar, por 
ejemplo, que se tenga acceso a los documentos 
clasificados el tiempo necesario para 
familiarizarse y tener conocimiento de ellos, sin 
que esto implique la posibilidad de transmitir, 
copiar, fotografiar, escanear o reproducir por 
cualquier medio dicha información.

Finalmente, cabe señalar que el criterio 
anterior no es aplicable en los juicios de 
amparo, cuyo acto reclamado principal sea la 
clasificación de la información, pues en esas 

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



24

R.A. 288/2022

circunstancias el acceso a la información 
depende de que en una sentencia se consigne 
esa obligación y, además, que haya causado 
ejecutoria; aunado a que, permitir el 
conocimiento de la información antes de existir 
una resolución firme, dejaría sin materia el juicio 
de amparo.

El criterio anterior quedó plasmado en la jurisprudencia 

P./J. 26/2015 (10a.), consultable en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, libro 22, septiembre de 2015, tomo 

I, página 28, registro digital 2009916, cuyo rubro y texto, 

indican:

“INFORMACIÓN CLASIFICADA COMO 
RESERVADA O CONFIDENCIAL EXHIBIDA CON EL 
INFORME JUSTIFICADO. EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL, BAJO SU MÁS ESTRICTA 
RESPONSABILIDAD, PUEDE PERMITIR EL 
ACCESO A LAS PARTES A LA QUE CONSIDERE 
ESENCIAL PARA SU DEFENSA. Conforme a lo 
dispuesto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, para 
revisar la clasificación de la información realizada por 
un sujeto obligado y, en su caso, acceder a ésta, debe 
seguirse el procedimiento correspondiente ante los 
organismos garantes establecidos constitucionalmente 
con ese propósito; sin embargo, para no dejar en 
estado de indefensión a las partes en un juicio de 
amparo, el Juez constitucional, previo análisis de la 
información clasificada como reservada o confidencial 
exhibida con el informe justificado rendido por la 
autoridad responsable en términos de los artículos 117 
de la Ley de Amparo vigente y 149 de la abrogada, 
bajo su más estricta responsabilidad puede permitir el 
acceso a las partes de la que considere esencial para 
su defensa. Al respecto, deberá adoptar todas las 
medidas de seguridad a efecto de evitar que se use de 
manera incorrecta, así como ponderar los derechos 
implicados y las especificidades del caso concreto 
para decidir si es indispensable o relevante el acceso 
a una parte o a toda la información con miras a 
resolver el problema de constitucionalidad planteado; 
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además, si permite el acceso total o parcial a aquélla, 
podrá imponer las modalidades que considere 
necesarias para ello, sin que en caso alguno dicha 
información pueda ser transmitida, copiada, 
fotografiada, escaneada o reproducida por cualquier 
medio. Lo anterior, en el entendido de que no podrá 
otorgar el acceso a la información acompañada al 
informe justificado cuando el acto reclamado consista 
precisamente en la clasificación de esa información, 
supuesto en el cual el acceso a ésta depende de que 
en una sentencia que cause estado se consigne esa 
obligación, por lo que permitir previamente a las partes 
su conocimiento dejaría sin materia el juicio de 
amparo.

De lo anterior se obtiene que corresponde a los sujetos 

obligados realizar la clasificación de la información que 

remitan a los expedientes de amparo. Sin embargo, el juez 

de amparo puede permitir el acceso a dicha información o a 

parte de ella, cuando lo considere esencial para la defensa 

de las partes. Para ello, debe ponderar si dicha información 

es indispensable para la adecuada defensa de las partes del 

juicio. En su caso, puede tomar las medidas que estime 

conducentes para asegurar que dicha información no se use 

de manera incorrecta.

En el particular no se advierte que la información 

contenida en el documento remitido por la autoridad cumpla 

con el requisito de indispensabilidad aludido por el Alto 

Tribunal. La litis en el presente caso se centra en analizar la 

constitucionalidad del acuerdo por el que se incluyó a la parte 

quejosa en la lista de personas bloqueadas. Como se verá 

más adelante, para definir esa cuestión bastaba con 

averiguar si tal acuerdo se emitió para dar cumplimiento a 

una obligación bilateral asumida por el Estado de México en 

materia de lavado de dinero o financiamiento al terrorismo. 

Por ende, debe considerarse excluida de la litis el contenido 
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de la petición misma, por tratarse de un acto emitido por una 

autoridad ajena al Estado Mexicano, cuya legalidad no podría 

ser cuestionada en vía de amparo.

En esa virtud, si la legalidad del contenido de la 

solicitud remitida por la autoridad extranjera no podía ser 

materia de análisis en el juicio de amparo, es correcto 

concluir que no era necesario que se diera acceso a las 

partes, primordialmente a la quejosa, para que expusieran lo 

que a su derecho conviniere. Basta que el juzgador pueda 

acceder a dicho contenido para resolver en definitiva la litis 

planteada. En esa medida, resulta correcta la determinación 

adoptada por el juzgador, en el sentido de resguardar dicho 

instrumento en la caja de seguridad del propio órgano 

jurisdiccional.

Máxime que la documentación remitida por la Unidad 

de Inteligencia Financiera fue clasificada como información 

reservada y confidencial. Lo anterior, por tratarse de una 

investigación de lavado de dinero que se encontraba en 

trámite en una instancia extranjera, en términos de los 

artículos 110, fracciones I, IV, VII13 y 113, fracciones I y II14, 

13 “Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley 
General, como información reservada podrá clasificarse aquella cuya 
publicación: --- I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad 
pública o la defensa nacional y cuente con un propósito genuino y un 
efecto demostrable; … IV. Pueda afectar la efectividad de las medidas 
adoptadas en relación con las políticas en materia monetaria, cambiaria 
o del sistema financiero del país; pueda poner en riesgo la estabilidad 
de las instituciones financieras susceptibles de ser consideradas de 
riesgo sistémico o del sistema financiero del país, pueda comprometer 
la seguridad en la provisión de moneda nacional al país, o pueda 
incrementar el costo de operaciones financieras que realicen los sujetos 
obligados del sector público federal; … VII. Obstruya la prevención o 
persecución de los delitos; …”
14 “Artículo 113. Se considera información confidencial: --- I. La que 
contiene datos personales concernientes a una persona física 
identificada o identificable; --- II. Los secretos bancario, fiduciario, 
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de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, en relación con la recomendación 3715 

del Grupo de Acción Financiera (GAFI).

En otro aspecto, la inconforme señala que el juzgador 

de amparo no acató la ejecutoria dictada por este Tribunal al 

resolver el recurso de queja *******, a través de la cual se 

determinó que la Unidad de Inteligencia Financiera debía 

remitir las diversas alertas con las que justificó la emisión del 

acuerdo ********.

Dicho argumento también es infundado.

Importa señalar que, al rendir su informe justificado, la 

Directora General de la Unidad de Inteligencia Financiera dio 

a conocer que emitió el acuerdo reclamado, con motivo de 

diversas “alertas” que le permitieron generar un análisis del 

que derivó la convicción de que el quejoso llevó a cabo 

operaciones con recursos de procedencia ilícita. Así, 

mencionó que su inclusión en la lista de personas 

bloqueadas fue producto de un trabajo conjunto de 

industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad 
corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos 
obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos, y …”
15 “37. Asistencia judicial recíproca … Los países deben prestar rápida, 
constructiva y eficazmente, el mayor rango posible de asistencia legal 
mutua en relación con las investigaciones, procedimientos judiciales y 
procesos relacionados con el lavado de dinero, delitos determinantes 
asociados y el financiamiento del terrorismo. Los países deben contar 
con una base jurídica adecuada para prestar asistencia y, cuando 
corresponda, deben tener establecidos tratados, acuerdos u otros 
mecanismos para mejorar la cooperación. En particular, los países 
deben: … e. Mantener la confidencialidad de las solicitudes de 
asistencia legal mutua que reciben y la información en ellas contenida, 
sujeto a los principios fundamentales de derecho interno, con el objeto 
de proteger la integridad de la investigación o la investigación 
preliminar. Si el país que recibe la petición no puede cumplir con el 
requisito de confidencialidad, debe informarlo con prontitud al país que 
emite la solicitud. …”
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cooperación y colaboración internacional con una diversa 

agencia de inteligencia de los Estados Unidos de América, 

derivado de una investigación sobre lavado de activos.

Ante ese panorama, mediante escrito presentado el 

once de marzo de dos mil veinte, la parte quejosa solicitó que 

se requiriera a la responsable que remitiera las “diversas 

alertas” que sirvieron de sustento para la emisión del acuerdo 

reclamado. No obstante, por acuerdo de doce de marzo 

siguiente, el juzgador determinó que no había lugar a requerir 

dicha información dado que no se acreditó que la parte 

quejosa solicitó ante las responsables esos documentos, en 

términos del artículo 16116 de la Ley de Amparo. 

Inconforme con la determinación que antecede, la parte 

quejosa interpuso recurso de queja. De ese medio de 

impugnación conoció este Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, bajo el toca 

número  *******. Tal recurso se resolvió en sesión de siete 

de mayo de dos mil veintiuno, en el sentido de procedente y 

fundado.

16 “Artículo 121. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, los 
servidores públicos tienen la obligación de expedir con toda 
oportunidad, las copias o documentos que aquellos les hubieren 
solicitado. Si no lo hacen, la parte interesada una vez que acredite 
haber hecho la petición, solicitará al órgano jurisdiccional que requiera a 
los omisos y difiera la audiencia, lo que se acordará siempre que la 
solicitud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado para su 
celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia 
audiencia. El órgano jurisdiccional hará el requerimiento de que se le 
envíen directamente los documentos o copias dentro de un plazo que 
no exceda de diez días. --- Si a pesar del requerimiento no se le envían 
oportunamente los documentos o copias, el órgano jurisdiccional, a 
petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se envíen; 
hará uso de los medios de apremio y agotados éstos, si persiste el 
incumplimiento denunciará los hechos al Ministerio Público de la 
Federación. --- Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse 
originales a instancia de cualquiera de las partes”
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En lo medular este órgano colegiado consideró que era 

necesario conocer el contenido de las “alertas” a que aludió 

la responsable. Se consideró que eran actuaciones que 

sirvieron de sustento para la emisión del acuerdo de 

congelamiento reclamado. Así, en términos del artículo 117 

de la Ley de Amparo, se determinó que debía requerirse a la 

Unidad de Inteligencia Financiera para que, en alcance al 

informe justificado, remitiera las “diversas alertas” que 

justificaron la emisión del acuerdo  ********, objeto de 

reclamo.

En acatamiento a lo resuelto por este tribunal, el 

juzgador dictó acuerdo de veintiuno de mayo de dos mil 

veintiuno, por el que requirió a las autoridades de la Unidad 

de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público para que remitieran las “diversas alertas” 

aludidas. Además, las apercibió para que de no hacerlo se 

les impondría una multa equivalente a cincuenta unidades de 

medida y actualización.

Posteriormente, mediante oficio recibido el veinticinco 

de mayo de dos mil veintiuno, el Titular de la Unidad de 

Inteligencia Financiera expuso lo siguiente:

“En atención a su requerimiento, de manera 
respetuosa, me permito hacer de su conocimiento que 
la Unidad de Inteligencia financiera, en ejercicio de la 
facultad que se estipula en el artículo 15, fracción X, 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, esta Unidad recibe y recopila ‘…las 
pruebas, constancias, reportes, avisos, 
documentación, datos, imágenes e informes sobre las 
conductas que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión de los delitos de terrorismo y su 
financiamiento o de operaciones con recursos de 
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procedencia ilícita, los relacionados con estos, así 
como las estructuras financieras de las organizaciones 
delictivas, e integrar los expedientes respectivos…’; lo 
que guarda armonía con lo dispuesto por el artículo 2º 
de la Ley Federal para la Prevención e Identificación 
de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

Asimismo, se informa que derivado de los reportes 
realizados por los sujetos obligados se producen 
productos de inteligencia, los cuales son el resultado 
de un análisis de manera conjunta de los reportes o 
avisos que recibe la unidad.

En ese sentido, se informa que las diversas alertas 
que se refieren en el informe justificado consisten 
esencialmente en los reportes realizados por las 
entidades financieras en los que se advierte que el 
quejoso efectuó operaciones dentro del Sistema 
Financiero Nacional que no encuentran su etiología en 
actividades comerciales o negocios lícitos, lo anterior 
tal y como se desprende del contenido de acuerdo 
********, foja 19, como se señala en la siguiente 
imagen:

‘Lo relevante en la forma de actuación de la persona 
antes mencionadas (sic), que genera alerta a esta 
Unidad de Inteligencia Financiera y sustenta la 
formulación del presente acuerdo, consiste 
esencialmente en que efectuó operaciones dentro del 
Sistema Financiero Nacional, mismas que no 
encuentran su etiología en actividades comerciales o 
de negocios lícitos, conclusión a la que se arribó 
debido a que los datos obtenidos revelaron las 
siguientes particularidades:’

Asimismo, es menester señalar que la información 
recabada en las bases de datos de esta unidad 
relacionada con el quejoso, se encuentra en el cuerpo 
del acuerdo  ********, en donde se expresan los 
argumentos y fundamentos que llevaron a esta 
autoridad a incluir a la parte quejosa en la lista de 
personas bloqueadas.

Sin otro particular, solicitando tenga por desahogado 
el requerimiento inmerso en su oficio y, por ende, sin 
efectos el apercibimiento decretado a esta autoridad, 
le reitero mi atención y le envío un cordial saludo.”

Finalmente, por acuerdo de veintiséis de mayo de dos 

mil veintiuno, el juzgador tuvo por manifestada la 

imposibilidad que les asistió a las responsables para 
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desahogar el requerimiento efectuado. Lo anterior dado que 

las “diversas alertas” consisten en los reportes realizados por 

las entidades financieras en los que se advierte que el 

quejoso efectuó operaciones dentro del Sistema Financiero 

Nacional que no encuentran su etiología en actividades 

comerciales o negocios lícitos. Tal información recabada en 

las bases de datos de dicha unidad relacionada con el 

justiciable se encuentra en el cuerpo del acuerdo  ********, 

en el que también se expresaron los argumentos y 

fundamentos que llevaron a incluirlo en la lista de personas 

bloqueadas.

Pues bien, del análisis efectuado a las constancias 

destacadas es posible advertir que el juzgador acató 

debidamente lo resuelto por este Tribunal Colegiado en el 

recurso de queja **** *******. Lo anterior, toda vez que se 

requirió a la responsable que remitiera la documentación 

relacionada con las “diversas alertas” que dieron sustento a 

la emisión del acuerdo reclamado. Incluso, en acatamiento al 

requerimiento en cuestión, la autoridad informó que las 

únicas “alertas” que se tomaron en cuenta, fueron las que se 

relataron en el propio acuerdo controvertido. Por tanto, es 

claro no se actualizó transgresión alguna a las normas que 

rigen el procedimiento constitucional de amparo.

Importa señalar que el criterio sustentado por este 

tribunal al resolver el referido recurso de queja, no tuvo el 

alcance de dar a conocer a la parte quejosa el contenido de 

las solicitudes formuladas por órganos extranjeros, como 

pretende el ahora inconforme. Lo ahí resuelto únicamente 

tuvo por objeto recabar las “alertas” a las que aludió la 

responsable en su informe justificado. Nada se dijo sobre 
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obligar al juzgador para que diera a conocer información 

reservada o confidencial aportada por las autoridades. En 

esa virtud, debe concluirse que, en este aspecto, también 

carece de sustento la violación procesal alegada por el 

recurrente.

En otro orden de ideas, el disidente alega en su 

segundo agravio que la sentencia recurrida es ilegal toda 

vez que no realizó un análisis exhaustivo de las constancias 

del juicio, ni estudió debidamente los conceptos de violación 

que hizo valer por las siguientes razones:

Por una parte, señala que el juzgador pasó por alto el 

hecho notorio que se desprende de las constancias del juicio 

de amparo *******17 y del recurso de revisión *******18, en 

los cuales se concedió el amparo a otra persona que se 

relacionó con el quejoso, en contra del mismo acuerdo 

******** emitido por la Unidad de Inteligencia Financiera, 

que es materia de reclamo en este procedimiento. Argumenta 

que en el acto reclamado la autoridad no señaló con 

exactitud cuál fue el tratado internacional que se cumplió.

Asimismo, menciona que en dicho acto no se precisa 

que la solicitud que le dio origen sea de carácter internacional 

y que fue formulada por una agencia del gobierno de los 

Estados Unidos de América. Así, afirma que en realidad la 

agencia extranjera no proporcionó información alguna, sino 

que solicitó información relacionada con el quejoso y diversas 

personas. Esto es, que el juzgador se limitó a aplicar las 

17 Del índice del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Administrativa 
en la Ciudad de México
18 Del índice del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito
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jurisprudencias 2a./J. 46/2018 (10a.) y 2a./J. 87/2019 (10a.), 

sin estudiar si el acto reclamado se encontraba debidamente 

fundado y motivado. 

Al respecto, señala que el juzgador no tuvo en cuenta el 

argumento en el que se planteó que no se contaba con 

indicios bastantes y suficientes a fin de que la autoridad 

responsable emitiera el acto que se le reclamó. Afirma que 

pasó por alto que la responsable únicamente analizó 

operaciones financieras nacionales, pero no analizó 

operaciones internacionales o que fueran señaladas en la 

solicitud de asistencia.

Relacionado con lo anterior, la recurrente alega en su 

tercer concepto de violación que la sentencia impugnada 

es ilegal toda vez que no realizó un debido análisis de la 

solicitud de seis de diciembre de dos mil nueve enviada por la 

agencia extranjera al Titular de la Unidad de Inteligencia 

Financiera. Ello, aunado a que no aplicó debidamente las 

jurisprudencias 2a./J. 46/2018 (10a.) y 2a./J. 87/2019 (10a.).

Sobre este punto, sostiene que el oficio de seis de 

diciembre de dos mil diecinueve, referido en la sentencia 

impugnada, del que no se dio vista a la quejosa, pero que fue 

dirigido al Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, no 

contiene una solicitud expresa de bloqueo o inmovilización 

bancaria. Agrega que dicha petición no hace alusión a algún 

tratado u obligación internacional, siendo que la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

definido que la petición de bloqueo debe ser expresa, clara, 

precisa, contundente e indubitable. Por lo tanto, asevera que 

al no existir solicitud de bloqueo expresa, se entiende que el 
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Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera emitió el 

acuerdo reclamado con base en la información que recabó la 

propia unidad cuyo origen fue en el propio sistema financiero 

nacional. Esto es, que dicho bloqueo no proviene de una 

solicitud de autoridad extranjera o de un organismo de 

carácter internacional, ni con motivo de la probable 

participación del quejoso en la comisión del delito de 

operaciones con recursos de procedencia ilícita.

Sobre lo anterior, destaca que la inexistencia de la 

petición expresa de la autoridad extranjera se robustece a 

través de lo informado por la responsable en su informe. En 

dicho acto se señaló que el ejercicio de la facultad de 

bloquear no requiere una petición expresa por parte de una 

autoridad u organismo extranjeros, lo que evidencia que el 

actuar de la responsable es contrario al criterio sustentado en 

las jurisprudencias 2a./J. 46/2018 (10a.) y 2a./J. 87/2019 

(10a.). 

Por otra parte, también señala que el juzgador pasó por 

alto los argumentos que hizo valer en el sentido de que el 

acuerdo reclamado es ilegal, dado que en su texto no se 

precisaron diversos datos: en qué fecha se recibió la petición 

de asistencia, el nombre de la autoridad o funcionario que la 

suscribió, el cargo, el contenido y objeto de la solicitud, ni el 

motivo por el que se dijo que el quejoso estaba siendo 

investigado en Estados Unidos de América. Ello, aunado a 

que no se acreditó que la agencia de inteligencia financiera 

internacional haya solicitado a la responsable que bloqueara 

y asegurara las cuentas del quejoso o que se le incluyera en 

la lista de personas bloqueadas.
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Finalmente, sostiene que el juzgador no tomó en cuenta 

que, con motivo de los hechos narrados en el acuerdo 

reclamado, el Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera 

formuló denuncia de hechos en la Fiscalía General de la 

República. Que dicha denuncia dio origen a la carpeta de 

investigación  **********************************, en 

la cual también se ordenó el aseguramiento de las cuentas 

del quejoso con motivo de los hechos denunciados. Precisa 

que lo único razonado por el juzgador fue que el 

aseguramiento de cuentas decretado dentro de la carpeta de 

investigación aludida y el bloqueo contenido en el acuerdo 

reclamado constituían actos autónomos. Sin embargo, refiere 

que esa conclusión es contraria a derecho, pues inadvierte 

que el bloqueo administrativo es una medida cautelar que no 

es de carácter indefinido, pues se tornaría en un acto 

violatorio de derechos humanos. Además, asevera que el 

dictado de la técnica de investigación autorizada por un juez 

de control, torna innecesaria la subsistencia del bloqueo de 

cuentas que ordenó la Unidad de Inteligencia Financiera.

Así, la parte quejosa sostiene en síntesis que en el caso 

no existió una solicitud expresa de algún organismo o 

autoridad internacional en materia de lavado de dinero o de 

combate al terrorismo que justificara su inclusión en la lista de 

personas bloqueadas. Argumenta que la juzgadora de 

amparo realizó una interpretación indebida del criterio 

jurisprudencial contenido en las tesis 2a./J. 46/2018 (10a.) y 

2a./J. 87/2019 (10a.).

En ese sentido, corresponde a este tribunal colegiado 

resolver sobre la constitucionalidad del acuerdo ******** de 

nueve de diciembre de dos mil diecinueve, por el cual se 
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bloquearon diversas cuentas del quejoso. A juicio de este 

órgano colegiado se considera, tal y como resolvió el juez de 

amparo, que el bloqueo de cuentas se dio en el marco de una 

colaboración internacional que sustentó y justificó la 

actuación de la Unidad de Inteligencia Financiera.

Para determinar esta cuestión se analizarán los criterios 

que ha establecido la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al realizar la interpretación conforme del 

artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito. A partir de 

ese estudio se resuelve que el acuerdo impugnado satisface 

los escenarios que ha establecido el máximo tribunal en las 

jurisprudencias 2a./J. 46/2018 (10a.) y 2a./J. 87/2019 (10a.) 

para el bloqueo de cuentas.

En efecto, en la primera jurisprudencia se estableció en 

síntesis que la medida cautelar debe darse en cumplimiento 

de una obligación o relación internacional, y en la segunda se 

determinó que esta colaboración debe probarse con diversa 

documentación, no bastando una simple mención por parte 

de la autoridad administrativa. Los requisitos aludidos se 

encuentran satisfechos en el caso en concreto.

Para demostrar lo anterior, es necesario traer a cuenta 

la ejecutoria dictada el veintiuno de febrero de dos mil 

dieciocho, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 

806/2017. En su parte medular, estableció lo siguiente:

“… Así las cosas, a consideración de esta Segunda 
Sala, la porción normativa sí representa una 
problemática de validez constitucional, en tanto si bien 
contiene una medida de naturaleza cautelar, lo cierto 
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es que no precisa a qué procedimiento responde el 
bloqueo en cuestión.

En efecto, las medidas cautelares deben 
encontrarse referidas o vinculadas a determinados 
procedimientos jurisdiccionales o administrativos, 
justamente debido a su carácter provisional y 
accesorio, cuyo objeto consiste en suplir interinamente 
la ausencia de una resolución definitiva de tales 
procedimientos. Así las cosas, para que una medida 
cautelar resulte válida en términos constitucionales, de 
su regulación habrá de advertirse respecto de qué tipo 
de procedimiento se implementa.

Es por lo anterior, que esta Segunda Sala estima 
oportuno realizar una distinción a partir del motivo que 
genera el bloqueo de cuentas, esto es, el ejercicio de 
la facultad contenida en el artículo 115 de la Ley de 
Instituciones de Crédito en favor de la Unidad de 
Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público.

En efecto, existen algunos tratados internacionales 
de los cuales nuestro país es parte, que establecen la 
obligación de asegurar determinados bienes, entre los 
que se encuentran las cuentas bancarias.

A manera de ejemplo, la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, establece en su artículo 12, numeral 2 
que los Estados Parte:

‘Adoptarán las medidas que sean necesarias para 
permitir la identificación, la localización, el embargo 
preventivo o la incautación de cualquier bien a que se 
refiera el párrafo 1 del presente artículo con miras a su 
eventual decomiso.’

Entre las conductas a que se refiere la anterior 
obligación, se encuentra el ‘blanqueo de dinero’, tal y 
como se desprende de los artículos 6 y 7 de la propia 
Convención, aunado a que, en términos del numeral 
13 de la misma, existe una obligación de cooperación 
internacional para fines de decomiso cuando exista 
una solicitud proveniente de otro Estado Parte.

De igual forma, a manera de ejemplo, el Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación al 
Terrorismo, establece en su artículo 8, numeral 1 que:

‘Cada Estado Parte adoptará las medidas que 
resulten necesarias, de conformidad con sus principios 
jurídicos internos, para la identificación, la detección y 
el aseguramiento o la incautación de todos los fondos 
utilizados o asignados para cometer los delitos 
indicados en el artículo 2, así como el producto 
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obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible 
decomiso.’

El ejercicio de lo anterior, de conformidad con el 
propio Convenio, se realiza en un contexto de 
cooperación recíproca entre los Estados Parte, tal y 
como se desprende de su numeral 12, Numeral 1, que 
indica a la letra que:

‘Los Estados Partes se prestarán la mayor 
asistencia posible en relación con cualquier 
investigación, proceso penal o procedimiento de 
extradición que se inicie con respecto a los delitos 
enunciados en el artículo 2, incluso respecto de la 
obtención de todas las pruebas necesarias para el 
proceso que obren en su poder.’

Ahora bien, por otra parte es necesario señalar que 
México es parte del ‘Grupo de Acción Financiera 
Internacional’ (GAFI por sus siglas), el cual es un ente 
intergubernamental que fue creado en mil novecientos 
ochenta y nueve por el ‘Grupo de los Siete’ (G-7), y su 
mandato, consiste en fijar estándares y promover la 
implementación efectiva de medidas legales, 
regulatorias y operativas para combatir el lavado de 
activos, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación y otras amenazas a 
la integridad del sistema financiero internacional.

En efecto, el mandato (2012-2020) del Grupo de 
Acción Financiera Internacional, emitido el veinte de 
abril de dos mil doce en Washington, D.C., señala a la 
letra lo siguiente:

‘Los objetivos del GAFI son fijar estándares y 
promover la efectiva implementación de medidas 
legales, regulatorias y operativas para combatir el 
lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y 
otras amenazas relacionadas con la integridad del 
sistema financiero internacional ...

...
Miembros
5. Los Miembros del GAFI son las jurisdicciones y 

organizaciones que han acordado trabajar 
conjuntamente bajo la forma de un grupo de trabajo 
hacia los objetivos comunes establecidos en este 
mandato.

...
6. Las jurisdicciones miembro se comprometen a:
a) Respaldar e implementar las recomendaciones 

del GAFI para combatir el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo y la proliferación, 
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utilizando en su caso guías y otras políticas 
respaldadas por el GAFI.’

Así las cosas, México como miembro de ‘GAFI’ debe 
cumplir con la implementación de los estándares 
internacionales en materia de prevención y combate a 
los delitos de: (i) lavado de dinero; (ii) financiamiento al 
terrorismo; y, (iii) proliferación de armas de destrucción 
masiva; para lo cual, deberá prever acciones tales 
como la identificación, detección y aseguramiento de 
los fondos utilizados o asignados para la comisión de 
tales conductas.

A partir de lo anterior, nuestro país por una parte 
debe coadyuvar en la implementación de un régimen 
efectivo para la prevención de operaciones con 
recursos de procedencia ilícita a través de actos 
realizados dentro del sistema financiero mexicano y, 
por otra, debe cumplir con los compromisos 
internacionales que ha adquirido, destacando en esta 
temática las recomendaciones emitidas por ‘GAFI’.

El citado grupo emitió en febrero de dos mil doce los 
‘Estándares internacionales sobre la lucha contra el 
lavado de activos y el financiamiento del terrorismo y 
la proliferación’, en los cuales se emitió un 
pronunciamiento en relación con el tema a que se 
refiere el presente asunto.

En específico, destaca la nota interpretativa de la 
recomendación 6 [‘sanciones financieras dirigidas 
relacionadas al terrorismo y al financiamiento del 
terrorismo’]. Al respecto, la citada recomendación 
exige a los países que implementen sanciones 
financieras dirigidas al cumplimiento de las 
resoluciones del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, mediante el congelamiento, sin 
demora, de los fondos u otros activos, y que aseguren 
que ningún fondo u otro activo se ponga a disposición 
o sea para el beneficio de quienes realizan actos 
terroristas.

De igual manera, la nota interpretativa señala que 
los países deben establecer la autoridad legal 
necesaria e identificar autoridades competentes 
internas responsables de la implementación y 
cumplimiento de sanciones financieras dirigidas, para 
que éstas exijan a todas las personas naturales y 
jurídicas dentro del país, que congelen, sin demora y 
sin previa notificación, los fondos u otros activos de 
personas y entidades designadas. La nota 
interpretativa indica a la letra lo siguiente:
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‘1. La recomendación 6 exige a los países que 
implementen sanciones financieras dirigidas para 
cumplir con las resoluciones del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas que demandan a los países 
que congelen, sin demora, los fondos u otros activos, y 
que aseguren que ningún fondo u otro activo se ponga 
a disposición de o sea para el beneficio de: (i) alguna 
persona o entidad designada por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas (el Consejo de 
Seguridad) dentro del capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas, como exige la resolución 1267 del 
Consejo de Seguridad (1999) y sus resoluciones 
sucesoras; o (ii) alguna persona o entidad designada 
por ese país en virtud de la resolución 1373 del 
Consejo de Seguridad (2001).

...
6. Los países deben establecer la autoridad legal 

necesaria e identificar autoridades competentes 
internas responsables de la implementación y 
cumplimiento de sanciones financieras dirigidas, de 
conformidad con los siguientes estándares y 
procedimientos:

a) Los países deben exigir a todas las personas 
naturales y jurídicas dentro del país, que congelen, sin 
demora y sin previa notificación, los fondos u otros 
activos de personas y entidades designadas. Esta 
obligación debe extenderse a: todos los fondos u otros 
activos que son propiedad o están controlados por la 
persona o entidad designada, y no sólo aquellos que 
se pueden enlazar a un acto terrorista particular, 
complot o amenaza; los fondos u otros activos que son 
propiedad o están controlados, en su totalidad o 
conjuntamente, directa o indirectamente, por personas 
o entidades designadas; y los fondos u otros activos 
derivados o generados a partir de fondos u otros 
activos que pertenecen o están controlados, directa o 
indirectamente, por personas o entidades designadas, 
así como los fondos u otros activos de personas y 
entidades que actúan en nombre de, o bajo la 
dirección de, personas o entidades designadas.’

Tal y como se advierte de la citada nota 
interpretativa, y en la misma línea de cumplimiento de 
compromisos internacionales, cabe señalar que 
México, como Estado miembro de la Organización de 
las Naciones Unidas desde el siete de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y siete, y de acuerdo con el 
artículo 25 de la Carta de las Naciones Unidas, está 
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obligado a cumplir las resoluciones emitidas por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

En tal sentido, las resoluciones emitidas por el 
citado Consejo obligan a los Estados miembros a 
aplicar las medidas para restablecer la paz y seguridad 
internacionales. Así las cosas, el artículo 41 de la 
Carta de Naciones Unidas, establece la facultad del 
Consejo de Seguridad para imponer sanciones, a fin 
de evitar una amenaza mayor a la paz y la seguridad 
internacionales. 

Debido a que tanto el terrorismo y su financiamiento, 
así como la proliferación de armas de destrucción en 
masa son consideradas como serias amenazas para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales, el Consejo de Seguridad ha emitido 
diversas resoluciones a fin de que los Estados 
miembros adopten medidas para prevenir y 
contrarrestar tales escenarios, entre las que destacan 
las denominadas ‘sanciones financieras dirigidas’.(30)

A manera de ejemplo, se destaca que en la 
resolución S/RES/1267 (1999) del citado Consejo de 
Seguridad, relativa a los grupos denominados como 
‘talibanes’, se indicó que:

‘... todos los Estados: ...
b) Congelarán los fondos y otros recursos 

financieros, incluidos los fondos producidos o 
generados por bienes de propiedad de los talibanes o 
bajo su control directo o indirecto, o de cualquier 
empresa de propiedad de los talibanes o bajo su 
control, que designe el comité establecido ... y velarán 
por que ni dichos fondos ni ningún otro fondo o recurso 
financiero así designado sea facilitado por sus 
nacionales o cualquier otra persona dentro de su 
territorio a los talibanes o en beneficio de ellos o 
cualquier empresa de propiedad de los talibanes o 
bajo su control directo o indirecto, excepto los que 
pueda autorizar el comité en cada caso, por razones 
de necesidad humanitaria.’

Asimismo, en la resolución S/RES/1373 (2001), 
dicho Consejo de Seguridad, en relación con la 
comisión de ataques terroristas, indicó lo siguiente:

‘1. Decide que todos los Estados: ...
c) Congelen sin dilación los fondos y demás activos 

financieros o recursos económicos de las personas 
que cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo 
o participen en ellos o faciliten su comisión; de las 
entidades de propiedad o bajo el control, directos o 
indirectos de esas personas, y de las personas y 
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entidades que actúen en nombre de esas personas y 
entidades o bajo sus órdenes, incluidos los fondos 
obtenidos o derivados de los bienes de propiedad o 
bajo el control directo indirecto de esas personas y de 
otras personas y entidades asociadas con ellos.’

En el mismo sentido, el Consejo de Seguridad en la 
resolución S/RES/1989 (2011), concerniente al grupo 
‘Al-Qaida’, señaló lo siguiente:

‘Medidas ...
a) Congelar sin demora los fondos y demás activos 

financieros o recursos económicos de esas personas, 
grupos, empresas y entidades, incluidos los fondos 
derivados de bienes que directa o indirectamente 
pertenezcan a ellos o a personas que actúen en su 
nombre o siguiendo sus indicaciones o que estén bajo 
su control, y cerciorarse de que sus nacionales u otras 
personas que se hallen en su territorio no pongan esos 
u otros fondos, activos financieros o recursos 
financieros, directa o indirectamente, a disposición de 
esas personas; ...

Aplicación de medidas
41. Reitera la importancia de que todos los Estados 

determinen, y en caso necesario adopten, 
procedimientos adecuados para aplicar plenamente 
todos los aspectos de las medidas descritas en el 
párrafo 1 supra; y recordando el párrafo 7 de la 
resolución 1617 (2005), insta encarecidamente a todos 
los Estados Miembros a que pongan en práctica las 
normas internacionales completas incorporadas en las 
cuarenta recomendaciones sobre el blanqueo de 
dinero del Grupo de Acción Financiera y sus nueve 
recomendaciones especiales sobre la financiación del 
terrorismo, y alienta a los Estados Miembros a que 
sigan las orientaciones de la recomendación especial 
III para aplicar eficazmente las sanciones selectivas 
contra el terrorismo.’

En suma, nuestro país ha asumido el compromiso 
internacional de adoptar medidas de acción rápida y 
eficiente, ante solicitudes extranjeras para identificar y 
congelar bienes relativos al lavado de activos, al 
financiamiento del terrorismo y al financiamiento de 
proliferación de armas de destrucción masiva.

A partir de los anteriores elementos, es posible 
arribar a la conclusión de que, en el supuesto de que 
el bloqueo de cuentas realizado a partir del contenido 
del artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
tenga como origen el cumplimiento de una 
resolución o pronunciamiento de un organismo 
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internacional (tal y como lo es el Consejo de 
Seguridad de la Organización de Naciones Unidas), 
o bien, el cumplimiento de una obligación bilateral 
o multilateral asumida por nuestro país, no 
existiría una transgresión al principio de seguridad 
jurídica.

Ello se debe a que en tal contexto, la atribución 
contenida en el artículo 115 de la Ley de Instituciones 
de Crédito, efectivamente opera como una medida 
cautelar, en tanto se trata de una medida 
provisional que responde justamente a un 
procedimiento específico: el cumplimiento de los 
compromisos internacionales que ha adquirido 
nuestro país –cuyos ejemplos han sido indicados 
con anterioridad–.

Situación que además es armónica con el contenido 
del artículo 133 constitucional, en el sentido de que los 
tratados internacionales celebrados por nuestro país y 
que estén de acuerdo con la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, serán la Ley Suprema 
de la Unión, ante lo cual, la citada atribución de 
bloqueo de cuentas justamente se enmarca como una 
medida implementada por nuestro país para el 
cumplimiento de los compromisos internacionales que 
hemos asumido.

No obstante, la citada conclusión, consistente en 
que el artículo reclamado es acorde con el principio de 
seguridad jurídica, no se satisface cuando el bloqueo 
de cuentas se realiza para cuestiones estrictamente 
nacionales, en tanto en estos supuestos, 
efectivamente la medida cautelar no se impondría en 
relación con un procedimiento específico y 
determinado, aspecto que trastoca su validez 
constitucional.

En efecto, en el supuesto de que el bloqueo de 
cuentas se realice por un motivo estrictamente 
nacional, es decir, que no se origine al amparo del 
cumplimiento de un compromiso de índole 
internacional, la medida cautelar no se encontraría 
relacionada con procedimiento alguno, jurisdiccional o 
administrativo, aspecto que en última instancia, se 
traduce en una vulneración al principio de seguridad 
jurídica protegido por nuestro Texto Constitucional.

Sin embargo, lo anterior no implica que el marco 
normativo reclamado sea inconstitucional, pues a 
consideración de esta Segunda Sala, es posible 
realizar una interpretación conforme del mismo.
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Al respecto, si bien los derechos fundamentales 
contenidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los cuales nuestro país es parte, 
implican la posibilidad de llevar a cabo un análisis de 
regularidad normativa, lo cierto es que ello no debe 
conducir en todo momento a una declaración de 
invalidez de la disposición sometida a dicho estudio, 
pues es factible llevar a cabo una interpretación que 
haga compatible el artículo con el Texto Constitucional 
y con los derechos humanos contenidos en los 
tratados internacionales.

Esto es, nuestro Texto Constitucional y los derechos 
contenidos en los tratados internacionales suscritos 
por el Estado Mexicano, son un parámetro 
interpretativo para el resto de componentes del 
sistema jurídico nacional, lo cual permite, previo a una 
declaración de invalidez de una disposición, llevar a 
cabo una interpretación que permita resolver la 
antinomia normativa alegada, permitiendo así la 
subsistencia de la norma combatida dentro de nuestro 
ordenamiento; a lo cual se le ha denominado 
‘interpretación conforme’.

Es decir, ante la posibilidad de llevar a cabo 
diversas interpretaciones de una determinada 
disposición, deberá preferirse aquella que resuelva la 
contradicción alegada, y solamente en caso de que 
ello no se pueda efectuar, entonces procederá la 
declaración de invalidez, acorde a los efectos que se 
permitan en el mecanismo de control de 
constitucionalidad de que se trate.

En las relatadas condiciones, el artículo 115 de la 
Ley de Instituciones de Crédito –en las porciones que 
fueron     reclamadas–, a efecto de ser acorde con el 
principio constitucional de seguridad jurídica, debe 
interpretarse de la siguiente manera:

a) La atribución de la Unidad de Inteligencia 
Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, consistente en el bloqueo de cuentas a los 
clientes y usuarios de servicios financieros, 
únicamente puede emplearse como medida cautelar 
relacionada con los procedimientos relativos al 
cumplimiento de compromisos internacionales 
asumidos en nuestro país, lo cual se actualiza ante 
dos escenarios:

i) Por el cumplimiento de una obligación de carácter 
bilateral o multilateral asumida por México, en la cual 
se establezca de manera expresa la obligación 

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



45

R.A. 288/2022

compartida de implementar este tipo de medidas ante 
solicitudes de autoridades extranjeras.

ii) Por el cumplimiento de una resolución o 
determinación adoptada por un organismo 
internacional o por una agrupación 
intergubernamental, que sea reconocida con tales 
atribuciones por nuestro país a la luz de algún tratado 
internacional (a manera de ejemplo, para el 
cumplimiento de las resoluciones que en materia de 
terrorismo y proliferación de armas de destrucción 
masiva emite el Consejo de Seguridad de la 
Organización de Naciones Unidas).

b) La citada atribución no puede emplearse cuando 
el motivo que genere el bloqueo de las cuentas tenga 
un origen estrictamente nacional, esto es, que no se 
realice para el cumplimiento de un compromiso 
internacional, pues en tales supuestos el bloqueo, al 
no encontrarse relacionado con algún procedimiento 
administrativo o jurisdiccional específico, sí resultaría 
contrario al principio de seguridad jurídica.

En virtud de la interpretación conforme antes 
señalada, lo procedente debe ser la concesión del 
amparo al quejoso, en tanto el ejercicio de la facultad 
contenida en el artículo 115 de la Ley de Instituciones 
de Crédito por parte de la Unidad de Inteligencia 
Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, tal y como se advierte de las constancias que 
integran el presente expediente, no se realizó con 
motivo del cumplimiento de un compromiso 
internacional adoptado por el Estado Mexicano.”

De la ejecutoria transcrita se originó la jurisprudencia 

2a./J. 46/2018 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, libro 54, mayo de 2018, tomo II, 

página 12709, registro digital 2016903, que lleva por rubro y 

texto, lo siguiente:

“ACTOS, OPERACIONES O SERVICIOS 
BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL 
CUANDO SE REALIZA PARA CUMPLIR 
COMPROMISOS INTERNACIONALES 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 
115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO). 
El precepto referido al prever que las instituciones de 

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



46

R.A. 288/2022

crédito deberán suspender de forma inmediata la 
realización de actos, operaciones o servicios con los 
clientes o usuarios que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público les informe mediante una lista de 
personas bloqueadas, contiene una medida cautelar 
de índole administrativa, la cual, para ser válida en 
relación con el principio constitucional de seguridad 
jurídica, de su regulación habrá de advertirse respecto 
de qué tipo de procedimiento jurisdiccional o 
administrativo se implementa. En consecuencia, debe 
realizarse una interpretación conforme del artículo 115 
de la Ley de Instituciones de Crédito a efecto de que 
sea acorde con el principio constitucional mencionado, 
de la siguiente manera: a) La atribución únicamente 
puede emplearse como medida cautelar relacionada 
con los procedimientos relativos al cumplimiento de 
compromisos internacionales asumidos por nuestro 
país, lo cual se actualiza ante dos escenarios: i) Por el 
cumplimiento de una obligación de carácter bilateral o 
multilateral asumida por México, en la cual se 
establezca de manera expresa la obligación 
compartida de implementar este tipo de medidas ante 
solicitudes de autoridades extranjeras; o ii) Por el 
cumplimiento de una resolución o determinación 
adoptada por un organismo internacional o por una 
agrupación intergubernamental, que sea reconocida 
con esas atribuciones por nuestro país a la luz de 
algún tratado internacional. b) Sin embargo, la 
atribución citada no puede emplearse válidamente 
cuando el motivo que genere el bloqueo de las 
cuentas tenga un origen estrictamente nacional, pues 
al no encontrarse relacionada con algún procedimiento 
administrativo o jurisdiccional específico, resultaría 
contraria al principio de seguridad jurídica.”

De lo anterior se advierte que la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante una 

interpretación conforme, consideró que el artículo 115 de la 

Ley de Instituciones de Crédito, a efecto de ser acorde con el 

principio constitucional de seguridad jurídica, debe 

interpretarse de la siguiente forma:
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a) La atribución de la Unidad de Inteligencia Financiera 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, consistente 

en el bloqueo de cuentas a los clientes y usuarios de 

servicios financieros, únicamente puede emplearse como 

medida cautelar relacionada con los procedimientos relativos 

al cumplimiento de compromisos internacionales asumidos en 

nuestro país, lo cual se actualiza ante dos escenarios:

i) Por el cumplimiento de una obligación de carácter 

bilateral o multilateral asumida por México, en la cual se 

establezca de manera expresa la obligación compartida 

de implementar este tipo de medidas ante solicitudes de 

autoridades extranjeras. 

ii) Por el cumplimiento de una resolución o 

determinación adoptada por un organismo internacional 

o por una agrupación intergubernamental, que sea 

reconocida con tales atribuciones por nuestro país a la 

luz de algún tratado internacional. A manera de ejemplo, 

para el cumplimiento de las resoluciones que en materia 

de terrorismo y proliferación de armas de destrucción 

masiva emite el Consejo de Seguridad de la 

Organización de Naciones Unidas.

b) La citada atribución no puede emplearse cuando el 

motivo que genere el bloqueo de las cuentas tenga un origen 

estrictamente nacional, esto es, que no se realice para el 

cumplimiento de un compromiso internacional. Ello, ya que 

en tales supuestos el bloqueo, al no encontrarse relacionado 

con algún procedimiento administrativo o jurisdiccional 

específico, sí resultaría contrario al principio de seguridad 

jurídica.
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Pues bien, este tribunal colegiado considera que lo 
resuelto por el juzgador se encuentra apegado a derecho. 

En efecto, la justificación detrás del criterio jurisprudencial de 

la Corte radica en evitar abusos por parte de Unidad de 

Inteligencia Financiera, limitando la medida cautelar a 

aquellos casos en los que existiera un compromiso 

internacional. Así, se excluyen expresamente de esta 

posibilidad a las investigaciones de origen nacional. Lo 

anterior encuentra razonabilidad en que México no puede 

incumplir sus deberes internacionales en los que además 

debe actuar con sigilo e inmediatez. 

Así, este tribunal colegiado observa que el acuerdo que 

ahora se analiza cumple con los extremos antes expuestos, 

pues se dio en el marco de una obligación de carácter 
bilateral o multilateral asumida por México, esto es, con 
motivo del cumplimiento a las recomendaciones emitidas 
por el Grupo de Acción Financiera Internacional, 
específicamente la que versa sobre “decomiso y medidas 
provisionales” y cooperación internacional, 
conjuntamente con lo acordado en las Convenciones de 
Palermo y Mérida.

En efecto, en la sentencia recurrida, el juzgador refirió 

que el acuerdo reclamado tuvo como origen el cumplimiento 

de una obligación bilateral o multilateral asumida por nuestro 

país. Esto es, que no fue producto de la propia valoración de 

la Unidad de Inteligencia Financiera ni se emitió únicamente 

conforme a la normatividad nacional. El acuerdo reclamado 
no se originó de una investigación de carácter interno. Al 

contrario, se emitió con motivo de un trabajo conjunto de 

cooperación y colaboración llevado a cabo entre la Unidad de 
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Inteligencia Financiera –señalada como responsable– y una 

agencia de inteligencia de los Estados Unidos de América. 

Este trabajo deriva de un posible blanqueo de capitales, de 

conformidad con las Convenciones de Palermo y de Mérida. 

Aunado a que fue en acatamiento a las recomendaciones del 

Grupo de Acción Financiera Internacional.

Lo anterior se observa de la parte conducente del 

acuerdo  ********, objeto de reclamo, que, en lo medular, 

indica lo siguiente:

“ACUERDO ********
ACUERDO DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE 

INTELIGENCIA FINANCIERA, POR EL QUE 
DESIGNAN PERSONAS PARA SER 
INCORPORADAS A LA LISTA DE PERSONAS 
BLOQUEADAS, DE CONFORMIDAD CON LOS 
PARÁMETROS QUE ESTABLECEN LAS 
DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL QUE 
SE INDICAN.

(…)
CONSIDERANDO:
Las entidades financieras deberán suspender 

de forma inmediata la realización de actos, 
operaciones o servicios con los clientes usuarios 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público les 
informe mediante una Lista de Personas 
Bloqueadas, tal y como lo establecen las leyes 
homólogas al artículo 115, de la Ley de Instituciones 
de Crédito, que a la letra indica:

(…)
La lista de personas Bloqueadas a que se 

refiere el artículo citado en el párrafo anterior, tiene 
la finalidad de prevenir y detectar actos, 
omisiones u operaciones que pudieran 
favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación 
de cualquier especie para la comisión de los 
delitos previstos en los artículos 139 Quáter y 400 
Bis, del Código Penal Federal.

En ese sentido, las legislaciones financieras 
aplicables señalan que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, establecerá en las Disposiciones de 
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Carácter General, los parámetros para la 
determinación de incorporación de personas en la 
Lista de Personas Bloqueadas de conformidad con 
el párrafo decimoprimero del artículo 115, de la Ley 
de Instituciones de Crédito y demás leyes 
homólogas. 

De conformidad con la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita, las Entidades 
Financieras se regirán por sus disposiciones, así 
como por las Leyes que especialmente las regulan 
de acuerdo con sus actividades y operaciones 
específicas. 

Las diversas Disposiciones de Carácter 
General contenidas en las legislaciones 
anteriormente mencionadas, en materia de 
prevención de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo, 
señalan que la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, pondrá a disposición de las entidades, a 
través de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, la Lista de Personas Bloqueadas y sus 
actualizaciones. 

Corresponde a las Disposiciones de Carácter 
General antes referidas el establecimiento de un 
procedimiento administrativo concreto a favor de 
los sujetos que fueron incluidos a dicha lista, tal y 
como lo señala la Disposición 73ª, a que se refiere 
el artículo 115, de la Ley de Instituciones de Crédito, 
misma que a la letra indica: 

(…)
Dicha garantía de audiencia tiene el 

propósito de que las personas que fueron objeto de 
inclusión en la Lista de Personas Bloqueadas, una 
vez notificadas de la suspensión de los actos, 
operaciones o servicios por parte de las instituciones 
financieras que integran al Sistema Financiero 
Nacional; tengan un medio de defensa para hacer 
valer lo que a su derecho convenga, que cumpla con 
los elementos esenciales del procedimiento, en el 
cual se les da la oportunidad de ofrecer elementos 
de prueba y formular alegatos por escrito, para que 
posteriormente se emita la resolución en la cual se 
determine si es o no procedente la eliminación de 
las personas de dicha lista, permitiendo con ello que 
la seguridad jurídica de las personas incorporadas 
se preserve y garantice, ya que es justamente la 
resolución la culminación de un procedimiento 
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administrativo perfectamente delimitado y 
establecido en las disposiciones generales 
invocadas.

(…) 
Aunado a lo expuesto, las facultades 

otorgadas al titular de la Unidad de Inteligencia 
Financiera consistente en establecer medidas y 
procedimientos a fin de prevenir y detectar actos, 
omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier 
especie para la comisión de delitos que involucren 
recursos de procedencia ilícita, terrorismo nacional o 
internacional y su financiamiento, son de 
naturaleza formal y materialmente 
administrativa, porque los mencionados actos no 
tienen injerencia alguna en la facultad punitiva del 
Estado, ya que sólo forman parte de la regulación 
de un sistema preventivo y protector de la 
economía nacional y del sistema financiero, 
conforme al artículo 73, fracción XXIII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

(…) 
Por otro lado, es importante mencionar que 

esta Unidad Central Nacional se creó como órgano 
encargado de la vigilancia y protección del Sistema 
Financiero Nacional. Ello para dar cumplimiento a 
los diferentes tratados Internacionales en los que 
México es parte, como es el caso de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional (o Convención de 
Palermo) y la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción (conocida como Convención de 
Mérida), establecen en sus artículos 7 y 14, 
respectivamente, titulados “Medidas para combatir el 
blanqueo de dinero”, que a la letra dice:

(…) 
Por lo anteriormente señalado, el presente 

acuerdo deriva en una solicitud de asistencia 
internacional la cual se notificó a esta autoridad 
y se llevó a cabo mediante un trabajo en 
conjunto de cooperación y colaboración entre 
esta Unidad de inteligencia Financiera y la 
Agencia de Inteligencia de los Estados Unidos 
de América. 

(…) 
Por todo lo anterior, es que la inclusión de 

******  ******  **** en la Lista de Personas 
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Bloqueadas deriva, tal y como se ha argumentado, 
del cumplimiento de la legislación aplicable y de las 
obligaciones de carácter bilateral y multilateral 
asumidas por México a través de la ratificación 
de la Convención de Palermo y la Convención de 
Mérida, así como de la obligación del 
cumplimiento a las recomendaciones emitidas 
por el Grupo de Acción Financiera Internacional, 
específicamente la que versa sobre “decomiso y 
medidas provisionales” y cooperación 
internacional (…) 

I. IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA 
INVOLUCRADA. 

Partiendo de lo anterior, esta Unidad de 
Inteligencia Financiera realizó un análisis de la 
información recabada en las bases de datos con las 
que cuenta, estudio que evidenció la forma de 
actuación de la persona que se identifica con los 
siguientes datos: 

****** ****** **** RFC (se cita)
II. DATOS OBJETIVOS QUE SUSTENTAN LA 

FORMULACIÓN DEL PRESENTE ACUERDO. 
En razón de las anteriores facultades y 

atribuciones, esta Unidad de inteligencia Financiera 
realizó un análisis de la información recabada en 
nuestras bases de datos, así como la obtenida 
mediante labores de inteligencia, estudio que 
evidenció los hechos que a continuación se 
exponen: 

(…) 
ACUERDO: 
PRIMERO. Se incluye en la Lista de Personas 

Bloqueadas, conforme a lo motivado en el cuerpo 
del presente acuerdo, por el tiempo estrictamente 
necesario para el ejercicio de las facultades de esta 
Unidad de Inteligencia Financiera, a la siguiente 
persona:

****** ****** **** RFC (se cita)
SEGUNDO. Se pone a disposición de las 

entidades financieras, a través de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, el nombre de las 
personas introducidas en la Lista de Personas 
Bloqueadas a que se refiere el artículo primero de 
este acuerdo. 

Lo anterior, a efecto de que las entidades 
financieras procedan a suspender de forma 
inmediata la realización de actos, operaciones o 
servicios relacionados con las cuentas que 
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anteceden; imposibilitar su cancelación, así como 
impedir la disposición de los recursos que éstas 
contengan, incluyendo los casos en que las 
personas designadas en la presente lista aparezcan 
como titulares, cotitulares, firmantes y/o autorizados, 
fideicomitentes, representantes legales y/o 
apoderados; además de los casos en los que 
aparezca como beneficiario y/o fideicomisario, 
surtirá efectos el bloqueo en aquellos casos en que 
los sujetos designados se presenten para ejercer los 
beneficios, debiendo remitir un reporte de operación 
inusual, dentro de las 24 horas contadas a partir de 
que conozcan dicha información, de conformidad 
con lo dispuesto en las Disposiciones de Carácter 
General referidas en el presente acuerdo. 

Los efectos de la inclusión a la lista de 
personas bloqueadas subsistirán hasta en tanto 
sean ejercidas las facultades que la ley confiere a la 
Unidad de Inteligencia Financiera.

(…)”

Como podrá advertirse, el bloqueo de cuentas 

ordenado en el acuerdo reclamado tuvo su origen en una 
solicitud de asistencia internacional y se dictó en el 
marco de un trabajo conjunto de cooperación y 
colaboración que llevó a cabo la autoridad responsable y 

una agencia de inteligencia de Estados Unidos de América. 

Trabajo conjunto que, además, se sustentó en 
disposiciones de carácter multilateral asumidas por 
México, a través de la ratificación de la Convención de 
Palermo y la Convención de Mérida. Además, se destaca 

que ello también atendió a las recomendaciones emitidas 
por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI). 

Sobre este último punto, importa tener en consideración 

que las recomendaciones 2, 4 y 40 19 del Grupo de Acción 

19 “2. Cooperación y coordinación nacional --- Los países deben tener 
políticas nacionales ALD/CFT/CPF, informadas por los riesgos 
identificados, que deben ser revisadas periódicamente, y deben 
designar una autoridad o tener una coordinación u otro mecanismo que 
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Financiera Internacional, prevén la posibilidad de que los 

países realicen labores cooperativas o coordinadas, para 

fines operativos relacionados con investigaciones de 

blanqueo de activos. Incluso, en la Nota interpretativa a la 

referida recomendación 2, en su punto número 420 

sea responsable de dichas políticas. --- Los países deben asegurarse 
de que los formuladores de políticas, la unidad de inteligencia financiera 
(UIF), las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley, los 
supervisores y otras autoridades competentes relevantes, en los niveles 
operativos y de formulación de políticas, cuenten con mecanismos 
efectivos que les permitan cooperar y, en su caso, coordinar e 
intercambiar información a nivel nacional entre sí en relación con el 
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desarrollo e implementación de políticas y actividades para combatir el 
lavado de dinero, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva. Esto debe incluir la 
cooperación y coordinación entre las autoridades pertinentes para 
garantizar la compatibilidad de los requisitos ALD/CFT/CPF con las 
normas de protección y privacidad de datos y otras disposiciones 
similares (por ejemplo, seguridad/localización de datos).
4. Decomiso y medidas provisionales --- Los países deben adoptar 
medidas similares a las establecidas en la Convención de Viena, la 
Convención de Palermo y la Convención de Financiamiento del 
Terrorismo, incluyendo medidas legislativas, para permitir a sus 
autoridades competentes congelar o incautar o confiscar lo siguiente, 
sin perjuicio de los derechos de los terceros bona fide: (a) bienes 
lavados, (b) ingresos de, o instrumentos utilizados o destinados a ser 
utilizados en el lavado de dinero o delitos, (c) bienes que son los 
productos de, o utilizados, o destinados o asignados para su uso en, el 
financiamiento del terrorismo, actos terroristas u organizaciones 
terroristas, o (d) propiedad de valor correspondiente. --- Tales medidas 
deben incluir la facultad para: (a) identificar, rastrear y evaluar la 
propiedad que está sujeta a confiscación; (b) tomar medidas cautelares, 
tales como congelamiento y embargo, para prevenir cualquier 
transacción, transferencia o disposición de tales bienes; (c) tomar 
medidas que impidan o anulen acciones que perjudiquen la capacidad 
del país para congelar o incautar o recuperar bienes que estén sujetos 
a decomiso; y (d) tomar todas las medidas de investigación apropiadas. 
--- Los países deben considerar la adopción de medidas que permitan 
el decomiso de dichos ingresos o instrumentos sin requerir una 
condena penal (decomiso sin condena) o que exijan que el infractor 
demuestre el origen lícito de los bienes que presuntamente pueden ser 
decomisados, en la medida en que tal requisito es compatible con los 
principios de su derecho interno.”
40. Otras formas de cooperación internacional--- Los países deben 
asegurarse que sus autoridades competentes puedan, de forma rápida, 
constructiva y efectiva, brindar en nivel más alto de cooperación 
internacional relacionado con el lavado de dinero, delitos asociados y 
financiamiento de terrorismo. Los países deben hacer lo anterior tanto 
de forma espontánea como en respuesta a una solicitud y debe haber 
un fundamento jurídico para brindar cooperación. ---Los países deben 
autorizar que sus autoridades competentes usen los medios más 
eficientes para cooperar. En caso de que una autoridad competente 
requiera un acuerdo bilateral o multilateral u otro arreglo, como un 
Memorándum de Entendimiento (MDE), éstos deben ser negociados y 
firmados de forma oportuna con la gama más alta de contrapartes 
extranjeras. ----Las autoridades competentes deben usar canales o 
mecanismos claros para la transmisión efectiva y ejecución de las 
solicitudes de información u otro tipo de asistencia. Las autoridades 
competentes deben tener un proceso claro y eficiente para la 
priorización y ejecución oportuna de las solicitudes y para salvaguardar 
la información recibida. 
20 “4. Los países deben asegurarse de que existan mecanismos para 
permitir una cooperación operativa efectiva y, cuando corresponda, la 
coordinación y el intercambio oportuno de información relevante a nivel 
nacional entre las diferentes autoridades competentes para fines 
operativos relacionados con ALD. CFT y CPF, tanto proactivos como a 
solicitud. Estos podrían incluir: (a) medidas para aclarar el rol, las 
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(Cooperación y Coordinación Nacional), establece que los 

países deben asegurarse de que existan mecanismos para 

permitir una cooperación operativa efectiva, así como la 

coordinación y el intercambio oportuno de información 

relevante a nivel nacional entre las diferentes autoridades 

competentes para fines operativos relacionados con lavado 

de dinero y financiamiento al terrorismo, tanto proactivos 

como en respuesta a una solicitud. 

Más aún, la recomendación 4, inciso c), refiere 

expresamente la posibilidad de tomar medidas que impidan 
o anulen acciones que perjudiquen la capacidad del país 
para congelar o incautar o recuperar bienes que estén 
sujetos a decomiso. En ese sentido, es claro que existe 
un compromiso internacional en el que de forma expresa 
se establece la posibilidad de congelar bienes, tanto de 
forma proactiva como en respuesta a una solicitud 
internacional. Ello, con el propósito de brindar el nivel más 

alto de cooperación internacional relacionado con el lavado 

de dinero, delitos asociados y financiamiento de terrorismo, 

de la forma más rápida, constructiva y efectiva.

En ese sentido, es correcto concluir que el bloqueo de 

cuentas bancarias contenido en el acuerdo reclamado, derivó 

del cumplimiento de compromisos internacionales en materia 

de prevención de lavado de dinero. No derivó de un 

procedimiento de investigación meramente interno. Al 

contrario, se emitió en un contexto de asistencia, cooperación 

necesidades de información y las fuentes de información de cada 
autoridad relevante; (b) medidas para facilitar el flujo oportuno de 
información entre las autoridades relevantes (por ejemplo, formatos 
estándar y canales seguros), y (c) mecanismos prácticos para facilitar el 
trabajo interinstitucional (por ejemplo, equipos conjuntos o plataformas 
de datos compartidos).
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y colaboración entre la autoridad responsable y una agencia 

de inteligencia de otro país. 

Lo anterior es suficiente para demostrar que el bloqueo 

de cuentas objeto de reclamo, acata el postulado establecido 

en la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.) de la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Lo anterior es 

así pues se emitió en el contexto de una investigación 

internacional en la que intervino de manera conjunta y 

coordinada la autoridad responsable y una agencia de 

inteligencia de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, no 

tuvo un origen estrictamente nacional.

Ahora bien, el quejoso también sostiene que además de 

acatar el criterio jurisprudencial antes estudiado, debe 

observarse la posterior jurisprudencia 2a./J. 87/2019 (10a.), 

en la cual se establece que la medida cautelar debe 

motivarse en una petición expresa y específica por parte de 

un organismo extranjero. Considera que en el caso dicha 

petición no existió, por lo que el acuerdo es ilegal. Dicho 

argumento es infundado como se explicará en adelante.

Al respecto, es importante explicar que la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 

contradicción de tesis 78/2019 de la cual derivó la tesis antes 

citada, definió algunas reglas para el otorgamiento de la 
suspensión provisional en el amparo, cuando se reclame 

un bloqueo de cuentas bancarias atribuido a la Unidad de 

Inteligencia Financiera. 

En esa tesitura, expuso que en dicho medio de control 

constitucional es factible conceder de manera condicionada 
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la medida cautelar referida en contra de ese tipo de actos. 

Dijo que sus efectos deben surtir siempre y cuando se 

acredite que el bloqueo se emitió en cumplimiento a una 

obligación contraída con un gobierno extranjero o la 

ejecución de una resolución adoptada por un organismo 

internacional, caso en el cual la medida provisional no debe 

operar. 

En adición, al respecto, estableció que en todo caso 

corresponde a la referida autoridad responsable el deber de 

acreditar que cuenta con documentación que sustente la 

existencia de una solicitud expresa de realizar el bloqueo de 

cuentas, formulada por una autoridad extranjera u organismo 

internacional que cuente con atribuciones en la materia y con 

competencia para realizar una solicitud de tal índole acorde 

justamente a un tratado bilateral o multilateral, para poder 

impedir que la medida surta sus efectos.

Lo anterior se advierte de la jurisprudencia 2a./J. 

87/2019 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, libro 66, mayo de 

2019, tomo II, página 1537, registro digital 2019978, que lleva 

por rubro y texto:

“SUSPENSIÓN PROVISIONAL. REGLAS PARA SU 
OTORGAMIENTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
SEA EL BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS 
ATRIBUIDO A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA 
FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO. A consideración de esta 
Segunda Sala, atendiendo a una ponderación del 
interés social, la no contravención a disposiciones de 
orden público así como al principio de apariencia del 
buen derecho, en el juicio de amparo es posible 
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otorgar la suspensión provisional cuando el acto 
reclamado sea el bloqueo de cuentas bancarias 
atribuido a la Unidad de Inteligencia Financiera de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en ejercicio 
de las facultades establecidas en el artículo 115 de la 
Ley de Instituciones de Crédito. Sin embargo, en su 
caso dicha suspensión provisional se concederá de 
manera condicionada, esto es, no surtirá efectos si el 
bloqueo se emitió a partir del supuesto válido que fue 
reconocido jurisprudencialmente por esta Segunda 
Sala, consistente en el cumplimiento de una obligación 
contraída con un gobierno extranjero o la ejecución de 
una resolución adoptada por un organismo 
internacional o agrupación intergubernamental cuyas 
atribuciones fueron reconocidas con base en una 
obligación asumida por el Estado mexicano. Al tratarse 
de un supuesto excepcional, dicha autoridad habrá de 
contar con documentación que sustente la existencia 
de una solicitud expresa de realizar el bloqueo de 
cuentas, formulada por una autoridad extranjera u 
organismo internacional que cuente con atribuciones 
en la materia y con competencia para realizar una 
solicitud de tal índole acorde justamente a un tratado 
bilateral o multilateral. Lo anterior no implica que al 
momento de dictarse la suspensión provisional la 
autoridad deba acreditar tal escenario, en tanto podrá 
no ordenar el levantamiento del bloqueo, pero tendrá 
la carga procesal de exhibir en el informe previo la 
documentación fehaciente de que está en el supuesto 
de excepción para el dictado de la suspensión 
definitiva.”

De lo anterior se observa que además de los 

escenarios establecidos en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

46/2018 (10a.), de rubro “ACTOS, OPERACIONES O 
SERVICIOS BANCARIOS. SU BLOQUEO ES 
CONSTITUCIONAL CUANDO SE REALIZA PARA 
CUMPLIR COMPROMISOS INTERNACIONALES 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE 
LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO),” en la que 

básicamente se establece que esta medida cautelar debe 

darse en el marco de una cooperación internacional, debe 
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existir documentación de parte del organismo internacional 

que la justifique, de acuerdo con la tesis de jurisprudencia 

posterior 2a./J. 87/2019 (10a.), arriba citada.

Al margen de que, dicho criterio es aplicable en materia 

de suspensión provisional, cuando se reclame el bloqueo de 

una cuenta bancaria por parte de la Unidad de Inteligencia 

Financiera, es cierto que la medida cautelar debe darse en 

virtud del cumplimiento de una obligación internacional, la 

cual debe motivarse en una solicitud expresa de colaboración 

sustentada con documentación y, ser formulada por una 

autoridad extranjera que cuente con atribuciones en la 

materia y con competencia para realizar dicha solicitud. 

Ahora bien, a juicio de este tribunal dicha solicitud debe 
interpretarse en un sentido amplio. 

Lo anterior por dos razones torales: La primera, en 

virtud de que el precedente que ahora se analiza tuvo como 

objetivo evitar abusos por parte de la autoridad en los que, no 

obstante justificara en sus acuerdos que las medidas se 

dictaban en virtud de obligaciones de origen internacional, de 

hecho, no tenían detrás dichas colaboraciones, y su 

fundamento en realidad era de carácter estrictamente 

nacional. La segunda, porque el origen internacional de la 

medida cautelar puede probarse de distintas maneras, por 

ejemplo, con diversa documentación y solicitudes de 

colaboración, en tanto se trata de relaciones internacionales 

que involucran investigaciones complejas, las cuáles deben 

llevarse en sigilo y sin demora.

Respecto a la primera razón, este tribunal considera 

que el precedente contenido en la jurisprudencia 2a./J. 

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



61

R.A. 288/2022

87/2019 (10a.) no debe leerse de forma aislada. La línea 

jurisprudencial respecto a la interpretación conforme que 

recae al artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito se 

integra también por los precedentes que motivaron la 

jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.). En efecto, en estos 

precedentes el Alto Tribunal se enfrentó a asuntos en los 

cuales se incluyó a los impetrantes en la lista de personas 

bloqueadas, sin que se demostrara la existencia de una 

investigación internacional. Esto es, en esos casos se analizó 

la constitucionalidad del bloqueo de cuentas bancarias, 

ordenadas en términos del artículo 115 de la Ley de 

Instituciones de Crédito, a la luz de la inexistencia de 

solicitudes o peticiones expresas emitidas por autoridades u 

organismos extranjeros relacionados con lavado de dinero. 

A manera de ejemplo, se destaca que del análisis 

efectuado a la ejecutoria de veintiuno de febrero de dos mil 

dieciocho, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 806/2017, 

se observa que se controvirtió el bloqueo de cuentas 

ordenado por la autoridad administrativa. Dicho acto se 

consideró inconstitucional pues no se demostró que tuviera 

su origen en una investigación internacional. Así, en estos 

casos no fue materia de estudio el ejercicio de esa facultad 

cuando el Estado Mexicano participa de manera coordinada y 

conjunta con órganos de otros países, en una investigación 

de blanqueo de capitales, como acontece en el asunto que 

nos atañe. 

En la posterior contradicción de tesis 78/2019 de la que 

derivó la jurisprudencia 2a./J. 87/2019 (10a.), se enfatizó en 

lo siguiente: “Así, para que el bloqueo de cuentas sea 
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constitucionalmente válido, no bastará la simple mención de 

la Unidad de Inteligencia Financiera en el sentido de que está 

ejerciendo sus atribuciones a la luz del supuesto reconocido 

por la Segunda Sala.” En ese sentido, no bastaba con hacer 

referencia a que el bloqueo de cuentas se daba con motivo 

de una relación internacional para calificar la legalidad de los 

acuerdos en los que se determinará la medida cautelar, sino 

que era necesario que existiera documentación que 

acreditara dicha cooperación.

El sentido y racionalidad de los precedentes antes 

mencionados radica en evitar decisiones unilaterales por 

parte de la autoridad administrativa y de origen estrictamente 

nacional. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación fue aclarando en esta línea jurisprudencial que 

estas medidas debían motivarse en obligaciones compartidas 

con autoridades extranjeras, las cuales –cuestión que se 

precisa en la contradicción de tesis 78/2019- debían estar 

debidamente documentadas.

Así, se considera que en el caso concreto y atento a las 

particularidades del presente asunto, se encuentra 
acreditada la existencia de una solicitud de la que deriva 
la necesidad de imponer esa medida. Debe recordarse que 

el acuerdo reclamado se dictó en el marco de una 

investigación conjunta o coordinada entre órganos de 

diversos países, incluido el nuestro. Esto es, el referido acto 

encuentra asidero constitucional en la existencia de una 

investigación de lavado de dinero realizada en un entorno 

internacional.
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Del análisis efectuado a las constancias del juicio se 

advierte que sí existió solicitud de apoyo y que sí existe 
documentación que prueba esta colaboración y actuar 
conjunto entre el gobierno mexicano y el de Estados 
Unidos de América. Ciertamente –tal como lo refirió el 

juzgador– en la solicitud de seis de diciembre de dos mil 

diecinueve21, signada por la autoridad extranjera, se requirió 

dicha asistencia de la responsable en apoyo a una 

investigación sobre lavado de activos. También se encuentra 

agregada una diversa solicitud de veintiséis de septiembre de 

dos mil veinte22, signada por la propia agencia extranjera, en 

la que hizo énfasis en la aplicación de la medida consistente 

en el bloqueo de cuentas del quejoso. Por ello, en 

consideración de este tribunal, la existencia de tales 

solicitudes es suficiente para dar sustento al acuerdo 

******** objeto de reclamo. De esos documentos deriva una 

clara petición de asistencia con objeto de que la autoridad 

nacional interviniera de manera conjunta y coordinada en una 

21 Cuyo contenido, en lo sustancial, señala: “(…) Por medio del 
presente me es grato saludarle y solicitar la asistencia de la entidad 
bajo su digno cargo para obtener la siguiente información en apoyo a 
una investigación sobre lavado de activos que está siendo realizada por 
la Fiscalía de Distrito del Este del Estado de Nueva York. --- La 
información vinculada con las personas y compañías mencionadas a 
continuación. Actividades de lavado de dinero, giros internacionales, 
actividades financieras, cuentas bancarias, bienes inmuebles 
adquiridos, relación financiera con compañías privadas y sus contratos 
con el Gobierno de México, así como ingresos oficiales de las personas 
físicas y morales mencionadas a continuación: --- (…)  ******  ****** 
****. (…)”

22 En lo que interesa, dicho comunicado señala lo siguiente: “Por 
medio del presente me es muy grato saludarle e informarle que esta 
oficina de la … está llevando a cabo una investigación preliminar sobre 
****** ****** ****, … --- Es importante mencionar que las personas 
mencionadas a continuación tienen cargos penales en Estados Unidos 
vinculados con delitos financieros y lavado de dinero, por lo que 
solicitamos la asistencia de la entidad bajo su digno cargo para 
congelar las cuentas bancarias relacionadas en espera del resultado de 
los futuros procesos judiciales. --- Agradeciéndole de antemano por su 
asistencia con el asunto anteriormente mencionado, le comunicamos 
que a medida que recibamos información actualizada se la haremos 
llegar oportunamente.”
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investigación realizada por autoridad extranjera sobre 

blanqueo de capitales. 

De ahí que este tribunal advierte que de conformidad 

con las recomendaciones 2, 4 y 40 de GAFI, anteriormente 

aludidas, los países miembros pueden actuar de manera 

coordinada y cooperativa en materia de lavado de dinero. 

Para ello se establece la necesidad de que la Unidad de 

Inteligencia Financiera cuente con facultades expeditas para 

realizar labores de investigación, así como, para ordenar el 

bloqueo de cuentas. Todo ello atendiendo a un principio de 

mayor efectividad en la aplicación de medidas para cumplir 

con los objetivos propuestos.

En esa tesitura, la petición expresa a que se refirió la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en la aludida contradicción de tesis 78/2019, debe 

entenderse en un sentido amplio. Es importante considerar 
comprendido en ese término a aquellas solicitudes 
formuladas por autoridades extranjeras, dictadas en el 
ámbito de investigación de lavado de dinero o de 
financiamiento al terrorismo, que tengan por objeto 
requerir información específica relacionada con esa 
indagatoria y se advierta la necesidad de realizar el 
bloqueo, en aras de proteger al sistema financiero.

Ello se considera así, pues las relaciones de 

cooperación y coordinación que se desarrollan en el ámbito 

internacional en materia de lavado de dinero, que se formula 

con base en las recomendaciones emitidas por GAFI, son de 

naturaleza compleja. Implica que el Estado requerido actúe 

de manera diligente para la debida integración de las 
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indagatorias necesarias para combatir el lavado de dinero y 

el financiamiento al terrorismo. Dicha actuación conjunta trae 

aparejada la posibilidad de tomar las decisiones más 

adecuadas para conseguir ese objetivo. Incluso la de ordenar 

administrativamente el bloqueo de cuentas bancarias.

En tales condiciones, debe considerarse que en el 

presente caso se cumple con los requisitos establecidos en 

los criterios jurisprudenciales citados. El acuerdo  ******** 

emitido por la Unidad de Inteligencia Financiera se 
encuentra apegado a derecho, dado que el bloqueo 
ordenado se originó en el marco de una investigación 
internacional de lavado de dinero, en la que dicha 
autoridad actuó de manera conjunta y coordinada con 
una agencia de investigación de los Estados Unidos de 
Norteamérica. Ello aunado a que se emitió con motivo de 

una solicitud de la autoridad extranjera, de la que se advirtió 

la necesidad de aplicar dicha medida precautoria para la 

protección del sistema financiero. Esto es, de las pruebas 

referidas existen elementos que permiten advertir que el 

bloqueo de cuentas ahora reclamado se emitió en un 

escenario de investigación internacional, en el que la 

responsable participó activamente. Lo anterior, al ser 

resultado del cumplimiento de un acuerdo internacional, de 

carácter multilateral (GAFI), que establece obligaciones 

recíprocas en el tema de prevención del lavado de dinero, 

financiamiento al terrorismo y proliferación de armas de 

destrucción masiva.

Adicionalmente, este tribunal considera infundado lo 

expuesto por el inconforme, respecto a que el acuerdo 

********, a través del cual se le incluyó en la lista de 
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personas bloqueadas, se encuentre indebidamente fundado, 

pues contrario a lo que afirma, en dicho acto la autoridad citó 

las recomendaciones 4 y 29 del Grupo de Acción Financiera 

Internacional, el artículo 12, numeral 2 de la Convención de 

Palermo, así como el artículo 31, numeral 2, de la 

Convención de Mérida. Preceptos que se relacionan con la 

obligación de los Estados de establecer unidades de 

inteligencia financiera para el cumplimiento de los acuerdos, 

así como, la posibilidad de congelar, incautar y decomisar 

fondos y activos de personas o entidades involucradas en el 

lavado de dinero.

Adicionalmente, en dicho acuerdo la autoridad señaló 

que el bloqueo “deriva de una solicitud de asistencia 

internacional la cual se notificó a esta autoridad y se llevó a 

cabo mediante un trabajo en conjunto de cooperación y 

colaboración entre esta Unidad de Inteligencia Financiera y la 

Agencia de Inteligencia de los Estados Unidos de América”; 

circunstancia que hace patente que el origen del bloqueo 

ordenado, tuvo su origen en una investigación conjunta de 

carácter internacional. Sin que fuera necesario –como 

pretende el quejoso– que en el propio acuerdo se citaran los 

datos del oficio de solicitud de asistencia (como es el nombre 

del funcionario que lo signó, el cargo, el nombre de la 

agencia, etcétera), pues debe tenerse presente que el 

desarrollo de este tipo de investigaciones requieren del 

mayor sigilo para cumplir con la finalidad de perseguir y 

sancionar las acciones de blanqueamiento de activos, de 

manera que esos datos no debían ser dados a conocer en el 

acuerdo reclamado.
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Tampoco pasa inadvertido que en dicho acuerdo la 

autoridad haya señalado que el bloqueo de cuentas también 

se sustentó en que los recursos del quejoso operados dentro 

del Sistema Financiero Nacional, no se encontraban 

justificados, pues su elevada cantidad y la dinámica de las 

transmisiones evidenciaban operaciones extrañas o 

anómalas a las prácticas comerciales y financieras ordinarias. 

Sin embargo, debe considerarse que tales precisiones no 

demuestran que el origen del bloqueo sea nacional, pues ya 

ha quedado evidenciada la existencia de la indagatoria 

internacional sobre lavado de dinero citada en cuyo ámbito se 

emitió la orden de bloqueo referida.

Respecto del argumento de la recurrente, por el que 

insiste en señalar que en el caso debe revocarse el bloqueo 

de cuentas ordenado en el acuerdo ********, habida cuenta 

que existe una carpeta de investigación en la cual se ordenó 

el aseguramiento de las cuentas del quejoso, la cual fue 

autorizada por un juzgado de control, es infundado. Lo 

anterior, debido a que, la medida cautelar impuesta por la 

responsable en términos del artículo 115 de la Ley de 

Instituciones de Crédito, deriva de una investigación de 

carácter internacional. En ese sentido, su subsistencia no 

puede depender de que se haya dictado alguna medida en 

instancias nacionales. En todo caso, la pervivencia de la 

medida ahora reclamada dependerá del resultado que se 

obtenga de la referida indagatoria internacional.

Finalmente, este Tribunal Colegiado no inadvierte los 

criterios sostenidos por diversos órganos colegiados en torno 

al tema de que se trata; sin embargo, lo así resuelto en 

M
O

ISE
S C

H
IL

C
H

O
A

 V
A

Z
Q

U
E

Z
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.2e.8b
28/09/23 19:53:34

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



68

R.A. 288/2022

diversos juicios no es vinculatorio para este órgano de control 

constitucional.

De ahí que resulten infundados los argumentos de 

agravio esgrimidos en la revisión adhesiva.

OCTAVO. Análisis de las revisiones adhesivas. 
Atento el resultado alcanzado tras el análisis de los 

argumentos de agravio del principal, este tribunal colegiado 

considera que los recursos de revisión adhesiva han quedado 

sin materia.

El artículo 82 de la Ley de Amparo establece: 

“Artículo 82. La parte que obtuvo resolución favorable 
en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión 
interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de 
cinco días, contados a partir del día siguiente a aquél 
en que surta efectos la notificación de la admisión del 
recurso, expresando los agravios correspondientes; la 
adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.”

Como se ve, la revisión adhesiva permite a quien 

obtuvo sentencia favorable en el juicio de amparo adherirse a 

la revisión interpuesta por la otra parte, expresando los 

agravios correspondientes; sin embargo, debe entenderse 

como requisito de procedibilidad de dicha adhesión, que el 

fallo a su vez haya sido recurrido por su contraparte, de 

suerte que la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de 

éste. 

En esas condiciones, se estima que los agravios que 

se hagan valer en la revisión adhesiva tienen como finalidad 

reforzar los fundamentos en que se apoyó la juzgadora al 
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emitir la sentencia recurrida, pues tal adhesión la promueve 

quien obtuvo sentencia favorable y, por tanto, está interesado 

en que subsista. Se hace hincapié en que la adhesión al 

recurso carece de autonomía en cuanto a su trámite y 

procedencia, pues sigue la suerte procesal de éste; de ahí 

que el interés de la parte adherente está sujeto a la suerte del 

recurso principal. 

En ese contexto, cuando el sentido de la resolución 

dictada en el recurso principal es favorable al adherente, 

desaparece la condición a la que estaba sujeto el interés 

jurídico de este último, precisamente, para interponer la 

adhesión, esto es, la de reforzar el fallo recurrido y, por ende, 

debe declararse sin materia el recurso de revisión adhesiva.

Por ende, atendiendo a que el recurso accesorio sigue 

la suerte del principal y dada la conclusión alcanzada en el 

presente caso en torno al recurso principal, debe concluirse 

que quedan sin materia las revisiones adhesivas intentadas 

por el Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, el 

Secretario de Hacienda y Crédito Público, el Presidente de 

los Estados Unidos Mexicanos y por el Presidente de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

Es aplicable al caso, por analogía, la jurisprudencia 

número 1a./J. 71/2006 sustentada por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en la 

página 266 del Tomo XXIV, Octubre de 2006, 

correspondiente a la Novena Época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta; que se reproduce a 

continuación:
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“REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE SIN 
MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA 
QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE. 
De conformidad con el último párrafo del artículo 83 de 
la Ley de Amparo, quien obtenga resolución favorable 
a sus intereses puede adherirse a la revisión 
interpuesta por el recurrente, expresando los agravios 
respectivos dentro del término de cinco días, 
computado a partir de la fecha en que se le notifique la 
admisión del recurso. Ahora bien, si se toma en cuenta 
que la adhesión al recurso carece de autonomía en 
cuanto a su trámite y procedencia, pues sigue la 
suerte procesal de éste y, por tanto, el interés de la 
parte adherente está sujeto a la suerte del recurso 
principal, es evidente que cuando el sentido de la 
resolución dictada en éste es favorable a sus 
intereses, desaparece la condición a la que estaba 
sujeto el interés jurídico de aquélla para interponer la 
adhesión, esto es, la de reforzar el fallo recurrido y, por 
ende, debe declararse sin materia el recurso de 
revisión adhesiva.”

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Se DESECHAN los recursos de revisión 

adhesiva interpuestos por la Directora General y por las 

Direcciones de Procesos Legales “A” y “B”, todos de la 

Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, de conformidad con lo expuesto 

en el considerando quinto, inciso B, de este fallo.

SEGUNDO. En la materia de la revisión, se 

CONFIRMA la sentencia recurrida.

TERCERO. La Justicia de la Unión NO AMPARA NI 
PROTEGE a ****** ****** ****, de conformidad con 
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lo expuesto en el último considerando de la sentencia 

impugnada.

CUARTO. QUEDAN SIN MATERIA los recursos de 

revisión adhesiva.

NOTIFÍQUESE; con testimonio de la presente 

resolución, devuélvanse los autos al juzgado de origen y, en 

su oportunidad, archívese el toca como asunto totalmente 

concluido.

Así, por unanimidad de votos de la señora Magistrada 

Ana María Ibarra Olguín, de los señores Magistrado 

Presidente Oscar Germán Cendejas Gleason y del 

Magistrado Alfredo Enrique Báez López, siendo ponente la 

primera de los nombrados, lo resolvió el Décimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Firman electrónicamente y con fundamento en el 

Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, la señora Magistrada y los señores 

Magistrados, integrantes de este Tribunal, con intervención 

de la Secretaria de Acuerdos quien autoriza y da fe.

Se hace constar que la presente foja corresponde a la 

parte final de la ejecutoria de once de mayo de dos mil 
veintitrés, dictada por este Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, en los autos del 

expediente R.A.- 288/2022, interpuesto por  ******  ****** 

**** (Principal) y el Titular, Direcciones de Procesos 
Legales “A” y “B”, adscritas a la Dirección General de 
Procesos Legales y Dirección General, todos adscritos a 
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la Unidad de Inteligencia Financiera; Secretario de 
Hacienda y Crédito Público; Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos; y, Presidente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores (Adhesivas), en el que se resolvió: 

“PRIMERO. Se DESECHAN los recursos de revisión 

adhesiva interpuestos por la Directora General y por las 

Direcciones de Procesos Legales “A” y “B”, todos de la 

Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, de conformidad con lo expuesto 

en el considerando quinto, inciso B, de este fallo. SEGUNDO. 
En la materia de la revisión, se CONFIRMA la sentencia 

recurrida. TERCERO. La Justicia de la Unión NO AMPARA 
NI PROTEGE a  ******  ******  ****, de conformidad 

con lo expuesto en el último considerando de la sentencia 

impugnada. CUARTO. QUEDAN SIN MATERIA los recursos 

de revisión adhesiva.” Conste.

La Licenciada Naxhiely López del Valle, Secretaria de 

Acuerdos de este Décimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, hace constar que el 

presente asunto se terminó de engrosar el dieciocho de 
mayo de dos mil veintitrés. Conste.

En diecinueve de mayo de dos mil veintitrés, se 

giraron los oficios 10385, 10386, 10387, 10388, 10389, 

10390, 10391, 10392, 10393 y 10394, para notificar la 

determinación que antecede. Conste.
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81 ca 0a 34 ec ce 90 71 9b 4a 90 c1 85 f1 7d 65
aa 77 63 bb 19 d8 75 52 8c eb 88 84 ef 12 03 3e
60 0d 51 43 39 c9 c0 10 d2 fa 7f ce f4 ec e3 91
8f db 25 2d 2d 54 6d 0d 1c 93 c3 72 a5 b7 32 10
be e8 ba 76 09 bf 6c 47 3e e6 fc 66 7d 7b 96 b3
18 64 ed 4a 1c ed d8 c7 e4 a1 9d f8 b5 7e 54 d7
4c 54 e5 c5 79 38 55 85 df f5 a1 26 a9 48 92 37
cb 3e 5e 49 8b d4 75 3b 98 70 ee 2a b5 4e 32 a3
1c a2 d2 fd 97 c3 57 0f 4c 85 47 5b 4f f9 1c 3e
0c 0a 95 bb 0c c7 a5 ee d7 ce 21 d7 96 81 a4 38

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 19/05/23 00:21:14 - 18/05/23 18:21:14

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 19/05/23 00:21:14 - 18/05/23 18:21:14

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 74776712

Datos estampillados: +uqi/9km2G5idx8hkahSJcNb2Sc=
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FIRMANTE

Nombre: ALFREDO ENRIQUE BAEZ LOPEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.08.72 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 19/05/23 00:21:45 - 18/05/23 18:21:45 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

73 71 5f b0 71 8d 58 0b fb 44 73 f8 6b f7 10 7b
b2 4b a6 7e 71 b1 22 ef c7 97 0a 48 18 5f ab 35
c0 30 97 dd 86 9e f2 86 07 1e d8 84 e7 3e 2a 73
5b bb 48 1a 70 b0 07 ea 5c 19 eb 73 8b f9 99 5a
81 b0 91 de 0c 16 0d 44 7e e1 50 26 f5 72 35 7c
72 6d 3c 19 83 f3 27 a7 1e 55 88 da e5 23 1b 75
c9 d1 bf 63 c0 ca 70 3c 39 0e 28 e0 0a da 55 1e
72 e9 31 73 53 f7 b5 98 89 ab ef a0 34 55 d9 2f
f3 45 24 fa 14 d9 49 95 04 70 97 3c 8a c3 e2 3b
82 d7 94 7c a9 1d b2 fc a4 a4 6a 14 03 11 b8 83
c4 64 63 70 d9 4c 69 2d 4f f7 ae 06 09 23 56 76
7c cd f2 54 44 f6 fb 22 d3 01 c9 ad e6 4f 3a ed
fa 29 24 9f f3 ff f2 c8 7d a7 4a f7 66 d4 5e b8
2c 46 b7 47 e6 c2 b6 09 82 35 ac ca 11 68 53 30
c1 fe 44 42 ad d9 f8 7c 46 e4 5f 7c ed e9 ad 7e
46 df fc e6 f9 10 82 07 16 c0 fd 24 ff cc b5 6b

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 19/05/23 00:21:45 - 18/05/23 18:21:45

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 19/05/23 00:21:45 - 18/05/23 18:21:45

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 74776941

Datos estampillados: gAiV0T3gqfr19zKkegfnxuE7hnw=
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FIRMANTE

Nombre: NAXHIELY LÓPEZ DEL VALLE Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.80.24 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 19/05/23 00:22:20 - 18/05/23 18:22:20 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

a7 ee 7d 71 34 4f 2f af 16 05 2e a9 b4 b6 12 a3
64 7e 42 78 a0 b5 ff 40 2d 2e 35 9e 41 b0 6f 54
57 3f a8 ea 68 7b 9e 45 6a 9a 31 1e c7 fd dd 4b
0c c0 eb 32 43 ef be b7 be 4d 65 9f f3 ca c2 3c
48 c3 f1 aa 5c 8f 83 8a 25 84 50 97 dc 63 2c c1
b4 1e 4a b7 b3 8d b0 f0 ad 56 0f 97 4c b3 c7 96
bf c2 68 ad 7f 35 66 14 8a 59 dc 74 92 79 9e 4c
70 71 ca 34 a9 05 6c 10 af 11 a9 1e bb 62 93 4b
5b 89 f8 89 e2 2d df 8d 6c 0c 05 12 1c ec 28 59
92 15 39 93 52 8d f6 a0 06 27 97 2a 51 f1 98 55
48 47 e9 96 f5 ac 95 55 3a ec 1c 62 7f df 26 35
d7 28 8a eb 97 35 09 3c f4 88 3e 61 c5 81 43 27
e2 6e 01 78 33 14 82 84 30 d3 a4 19 b9 bb f9 06
10 e5 11 1c 69 99 9c 01 d3 08 3b c4 2b 52 1a 6b
e9 96 7e 26 e0 3e e0 33 79 0c fc f8 38 b5 49 2b
7e b1 32 d3 67 b8 8c ec 91 a8 36 82 0b 28 7e ce

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 19/05/23 00:22:21 - 18/05/23 18:22:21

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 19/05/23 00:22:21 - 18/05/23 18:22:21

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 74777189

Datos estampillados: Iw4KZu2U6MFfznxArbvt/lwDprE=
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aEl dieciocho de mayo de dos mil veintitres, el licenciado Moises Chilchoa

Vazquez, Secretario(a), con adscripción en el Décimo Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Primer Circuito, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


